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ILUSTRE CORTE CE APELACIONES DE SANTIAGO 

BRANISLAV MAREUC ROKOV, Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos 

(INDH), domiciliado para estos efectos en calle Eliodoro Yilñez N° 832, comuna de Providencia, a S.S. 

Ilustrísima con respeto digo: 

Que, en conformidad a lo dispuesto en los articulas 1 ° Y siguientes de la Ley N° 20.405, que crea el 

Instituto Nacional de Derechos Humanos, y en particular to señalado en los artículos 2°, inciso primero, y 3° 

número 5 de la referida ley, en mi calidad de director dellnslituto Nacional de Derechos Humanos, vengo en 

interponer acción constitucional de protección en favor de Samuel Barría Silva, cédula de identidad W 

12.808.839-3, domiciliado para estos efectos en la Unidad Médico Quirúrgica del Hospital de La Florida, Av. 
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Froilán Roa #6542, comuna de la Florida, y en contra de la Ministra de Salud, Carmen Castillo Taucher, 

cédula nf ional de identidad W 5.121.675-K, de la Directora del Hospital de la Florida, Valerta Mikori 

Sawada 1sukame, cédula nacional de identidad N° 7.042.535-1, Y de la enfermera del Hospital de La Florida, 

Alicia za¡ora ignoro cédula de identidad, todos/a domiciliados en el Hospital de la Florida, Av. FroMn Roa 

#6542, [ una de.~a Florida, por vulnerar el derec~o constitucional a la vida e integridad fisica y psíquica del 

afectado, len relacton con el derecho a la protección de la salud y el derecho a la igualdad ante la ley, 

consagrados en el articulo 19 numerales 10
, 2° Y 9° de la Constitución Polltica del Estado y cautelados por la 

acci60 dmStilUCional de protección prevista en el artículo 20 de la Carta Fundamental por las 

considerabiones de hecho y derecho que a continuación paso a exponer: ' 

J.OANTEr OENTES 

8 seflor Samuel Barria Silva es un paciente que se encuentra hospitalizado en el Hospital de la 

Florida d~de el 31 de enero de 2017, afectado de "ostiomielijis" e "infección urinaria'. Está imposibilitado 

para valeke por sí mismo, ya que su pierna izquierda le fue amputada y usa un catéter permanente, de mcxIo 

que se JSlada en silla de ruedas. Asimismo, no tiene familiares ni redes de contacto. Su representación legal 

fue enuJada a la Sra. Rosa Vergara, quien es Presidenta Nacionat de las Asociaciones de Usuarios. 

I 
Con anterioridad a la fecha indicada, el señor Bama Silva ya había estado internado en el mismo 

recinto af istencial, siendo súbita e irregularmente dado de aHa el dia 26 de octubre de 2016, al punto que ésta 

alta médica fue denunciada al Ministerio Público, quien actualmente investiga los hechos que la rodearon y la 

respons1bilidad penal de los funcionarios del hospital que la ejecutaron, según copia de la denuncia RUC: 

1700365337-4, la que se acompaña en el primer otrosí de esta presentación. Si bien esos hechos quedan 

temporalr ente fuera del ambito de competencia de esta acción de protección, resulta imprescindible 

relatarloS someramente como contexto. para que se comprendan los hechos posteriores que motivan el 

presente1recurso de protección. 

De acuerdo a la información entregada por el señor Barria aIINDH, el Subdirector del Hospital de la 

Florida, doctQf Ramlrez, fue quien se encargó de que el paciente hiciera abandono del recinto a través de un 

alta irrJular, el pasado 26 de octubre del 2016. Dicha medida obedeceria. según señala el afectado, a una 

decisiónl que provendria desde la Dirección del referido hospital, en orden a desocupar las plazas de los 

"casos liales' en los hospitales. 

El dla que el señor Barria Silva fue "dado de atta", fue sacado a la fuerza desde el Hospital de La 

Florida y llevado al interior de un vehlculo particular, para ser dejado en un sitio eriazo en la comuna de 

Maipú, Junto a su silla de ruedas y algunos pocos enseres que tenia en el Hospital (concretamente: un 

televisok un teléfollO celular y medicamentos). Se le dejó en ese lugar abandonado a su propia suerte, pese a 

sus se1alamientos en orden a que no conocia a nadie en esa comuna ni tenia redes de apoyo a las cuales 

acudir. Durante la noche, sus pocas pertenencias le fueron sustraídas y, al otro dia, se trasladó por sus 
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propios medios hasta la comuna de La Florida, hospedándose por 3 meses en una residencial que pagó 

pe~onalmente con su pensión de invalidez. 

Durante ese periodo de tiempo su condición de salud fue empeorando progresivamente, 

propagándose una infección a la pierna derecha, hasta tener que internarse el 31 de enero del año en curso 

en 1el mismo Hospital. 

Su reingreso al hospital y su actual permanencia en el mismo, ha puesto -paradójicamente- en 

riesgo su integridad personal, puesto que no se le está entregando una atención medica adecuada. E[ hecho 

de I haber denunciado la irregularidad y violencia con que fue desalojado del establecimiento de salud en 

octubre del año pasado, ha generado que diversos segmentos del personal de salud y de las autoridades 

ad~inistrativas del Hospita[, tengan una actitud abiertamente hostil y de represalia hacia el señor Barria, que 

inC~Uye negligencias en su atención y malos tratos verbales. E[ Sr. Barría apunta, entre otroslas 

ful Cionarioslas, a [a enfermera Alicia Zamora, quien [o hostigaría verbalmente, refiriendo que seria un 

·protegido por los gremios', hostigándole e insultándolo. Relata, asimismo, que a mediados de abril de 2017, 

su lmédico tratante, el doctor Saavedra, le enrostró que ·10 venían a ver puros comunistas·, lo agredió 

verbalmente y se retiró de la habitación reclamando que ·Samuello denunciaba a los gremios". 

La falta de atención médica adecuada se refleja en que no se le administra a tiempo la medicación, 

lo que fue informado por el paciente en las dos visilas efectuadas por funcionarias del INDH, la primera el día 

111de mayo del año en curso y, la segunda, el dia 29 del mismo mes -de lo que se acompaña infonne en el 

Prir er otrosi de esta protección-o la falta de atención se produce especialmente durante las noches, en que 

se lle debe administrar un medicamento para dormir a las 21 :00 horas, pero la mayoría de las noches se le 

adf inistra a las 00:00 horas, consecuencialmente, al dfa siguiente despierta aletargado en exceso. 

Cabe señalar que en la primera visita, el paciente relató que no lo asistían durante la noche para 

cuestiones tan básicas como tomar agua o vaciar su bolsa urinaria. Por ejemplo, relató que la noche del 8 al 9 

de mayo llamó al personal asistencial de tumo, durante aproximadamente una hora para que le cambiaran la 

bo sa del catéter, la que contiene su orina, sin resultado. Ante eso tuvo que vacia~a él solo en el mismo vaso 

que usa para tomar agua, sin recibir atención en toda la noche. Consecuencialmente, no pudo beber agua el 

reJto de la noche. Consultado sobre otras situaciones similares, refiere que lo deberian curar día por medio, 

per él debe pedir que así lo hagan y aun asi no le cambian los parches, que adquieren muy mal olor. 

Comenta que los fines de semana no efectúan sus curaciones. De hecho, comenta que el día jueves 25 de 

mJyo fue el último procedimiento, hasta el lunes 29, oportunidad en que fue entrevistado en la segunda visita 

de INDH. 

En la segunda visita deIINDH, se constató que uno de [os medicamentos prescritos le fue entregado 

unr hora después del horario pre establecido y, consultado sobre esta situación, el paciente relató que 

además del incumplimiento de horarios no siempre se le entrega la dosis prescrita. Ejemplifica la situación 

ca 
I 

[os medicamentos para dormir, señalando que en varias ocasiones le ha entregado media pastilla, 
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diciéndole que el médico cambi6 la prescripción. Al dia siguiente ha consultado y el doctor le ha dicho que no 

es efectivo. 

Por otro lado, las atenciones por parte del médico tratante, doctor Saavedra, tienen la frecuencia de 

una al mes y la ültima de ellas no duro mas de un minuto. Desde principios de mayo lo visita diariamente el 

doctor Marin, quien está cursando la especialidad, pero erlo se debe a que su tutora solicitó expresamente 

que lo examinara un médico diariamente. Sin peijuicio de lo expuesto, el paciente relata Que estas visitas son 

bastante bre+ s, el doctor le dice que no habria remedio para su enfennedad, no lo examina, y se retira. Al 

respecto, es Importante precisar que el señor Barria se encuentra en una pieza compartida, por to que ha 

podido aprecr r la diferencia de trato con [os otros pacientes, en efecto, refiere Que al resto de los pacientes 

los visitan a diario, a diferencia de su caso, además el médico permanece más tiempo con ellos y les informa 

sobre la enfer edad y IJalamienlo. 

El señor Barría, en tanto, no cuenta con información alguna sobre su diagnóstico ni sus tratamientos, 

pese a que Je le dijo Que el dla 12 de mayo del año en curso, una Junta Médica trataría su caso. En la 

segunda ViSi~ efectuada por eI INDH, se le consultó sobre los resultados de la junta y relata Que le habrian 

dicho que nolse tomó ninguna determinación sobre su tratamiento, la que se tomaria en 10 dlas más, lo Que 

hasta la tecra no ha ocurTido. Con posterioridad se le habría informado Que su enfennedad no tenia 

tratamiento P,OI'que la operación "era muy compleja", pero pidió a una funcionaria que revisara su ficha y ésta 

le refirió queidicha información no estaba consignada. De esta forma, hasta la fecha de la segunda visita del 

INDH, el paciente desconocia su tratamiento y el ünico cambio consistiria en la administración de 

medicamentds para la infección de su pierna a partir del dia 26 de mayo. la escasa información que ha 

logrado obtJner ha sido gracias a la ayuda de alguno/as funcionarios/as, entre ellos dirigentes de las 

asociacionesl de funcionarios/as del hospital. 

En L rutiva. el paciente denunc~ que no se le entrega ~ dos~ de med<amentos prescrila. que 

estos soo e~adOS fuera de horario, Que las curaciones no se efectüan con la periodicidad requerida y que 

no se le pro~rciona infonnación mínima ni básica sobre su tratamiento. A ello se suma el trato displicente por 

parte de fUn¡liOnarios/as del hospital y agresiones verbales en algunos casos, todas situaciones Que persisten 

en eltiempo¡ 

Cor o se puede apreciar, en la situación factita descrita existen tanto acciones como omisiones, Que 

como a continuación demostraremos resultan ilegales y arbitrarias, y que tienen el efecto de privar, perturbar 

y amenazar ~ afectado en el legitimo ejercicio de sus derechos y garantías constitucionales. 

11." DEREC O 

11.1 .- El recurso de protección como mecanismo de tutela de derechos fundamentales 
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El recurso de protección constituye una acción constitucional de carácler cautelar y eminentemente 

instrumental. Se encuentra consagrado en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, cuya 
I 

misión consiste en neutralizar los actos u omisiones arbitrarias o ilegales que priven, perturben o amenacen el 

legiJmo ejercicio de los derechos establecidos en el artículo 19 de la Carta Fundamental. Del mismo modo, se 

dis~ne que el afectado o cualquiera a su nombre pueda concurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva, la 

QUe ldeberá adoptar de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del 

derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin pe~uicio de los demás derechos que pueda hacer 

valerl ante la autoridad o los tribunales correspondientes. 

.. ,para que ~ea :roceden.te el recurso de protección, e~ .necesari~ .que se haya cometido u~ acto u 

omislon Ilegal o arbilrana que pnve, amenace o perturbe el legitimo ejercICIo de los derechos protegidos por 

.Sll' acción constitucional, según lo establece el articulo 20 de nuestra Constitución. 

En el presente recurso se consideran, ademas, los esléndares establecidos en el Derecho 

Interacional de [os Derechos Humanos, puesto que los tratados internacionales suscritos por el Estado de 

Chile y que se encuentran vigenles forman parte de nuestro ordenamiento jurídico. Ademas, por mandato 

con~titUCional, tienen primacia por sobre las normas de derecho interno. 

l En efecto, el articulo 5" de la Constitución Política del Estado, establece expresamente en su incíso 

2" ue "el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que 

em1nan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos 

ga~ntizadOS por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se 

enduentren vigentes' . 

La Excma. Corte Suprema ha declarado que el articulo 5 N" 2 recien transcrito. otorga rango 

constitucional a los tratados que garantizan el respeto de los derechos humanos, concediéndoles una 

¡e+quía mayor que a Jos demás tratados internacionales, en cuanto regulan los derechos esenciales que 

emanan de la naturaleza humana y que "en definitiva los derechos humanos asegurados en un tratado se 

incblPoran al ordenamiento juridico intemo, formando parle de la Constitución material adquiriendo plena 

vig~ncia. validez y eficacia jurldica, no pudiendo ningún órgano del Estado desconocerlos y debiendo todos 

ellds respetarlos y promoverlos. como asimismo, protegerlos a través del conjunto de garantías 

co stitucionales destinadas a asegurar el pleno respeto de los derechos". 

Por otra parte, el recurso de protección releva particularmente la importancia del Poder Judiciat como 

un poder contra mayoritario que necesariamente debe actuar para la protección de los derechos 

fundamentales. La vinculación del órgano jurisdiccional a los derechos fundamentales puede calificarse como 

aqJe!1a que mayor relevancia presenta para el Estado de DerechO<. Y esto se explica por la doble faz de la 

I 
1 el rte Suprema: sentencia Rol 3125-04, de 13 de marzo de 2007, considerando lfigésimo nono. 

2 R~sulJa inconcuso que el juez se enaJentra vinculado a la Constitución, como una norma suprema. De acuerdo con et articulo 6° de 
la Carta Fundamental, pcxlria negarse el deber de sumisión del juez a normas que no se encuentran dictadas COIlforme a ella. 
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judicatura, coro destinataria de tos derechos fundamentales3, y como principal garante de los mismos. Lo 

anterior, la E¡celenlísima Corte Suprema de Justicia lo ha expresado con las siguientes palabras4: "Para esta 

Corte, en te¡inOS generales, incumbe a todo Juez de la República la aplicación del ordenamiento jurídico a 

los casos c01cretos sometidos a su decisión ( .. .) La integralidad y coherencia de dicho sistema de nonnas 

obliga al juzgador a elegir la norma o grupo de normas precisas que utilizará y el sentido de las mismas. En el 

ejercicio de efa labor intelectual de selección e interpretación puede identificar reglas jurídicas que contienen 

sentidos opuestos, e incluso reglas jurídicas que se oponen a sendos principios rectores del sistema jurídico. 

Pues bien, la lsolución de tales conflictos de normas es también objeto del juzgamiento ( ... ) No se discute, en 

la doctrina constitucional, que los jueces del fondo tengan facultades para interpretar las reglas legales 

conforme a /1 Constitución, así como tampoco la utilización de las normas constitucionales de un modo 

directo para la solución del conflicto específico y, en ambos casos, el juez ha debido interpretar la 

Constitución" 

En este proceso de integración a que alude la Corte Suprema, que es consustancial a la jurisdicción 

como senala lel maximo tribunal, sera tarea del intérprete judicial buscar la forma de conciliar las distintas 

fuentes normativas (ley, Constitución, tratados) en pos de conservar la unidad del ordenamiento, unidad que 

pasa por una aplicación del derecho respetuosa de los derechos fundamentales. 

11.2.· Ilegalidad del trato otorgado al señor Samuel Barria Silva 

En le caso, la ilegalidad del accionar de las recumdas se configura en base a la regulación de los 

derechos y d~beres de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud. 

El a~iculo 2" de la Ley N" 20.584 es muy claro en señalar en su primer inciso, que toda persona 

tiene derecho a que ·cualquiera que sea el prestador que ejecute las acciones de promoción, protección y 

recuperación l de su salud y de su rehabilitación, a que ellas sean dadas oportunamente y sin discriminación 

arbffraria, en ras formas y condiciones que determinan la Constitución y tas teyes", 

Por su parte, el articulo 50 de la misma ley dispone que "en su atención de salud, las personas tienen 

derecho a rehibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia" (el subrayado es 

nuestro). A Ju vez, el articulo 5° del Reglamento de esta ley (contenido en el Decreto W 38 de 2012 del 

Ministerio de Sa!ud) indica que "las personas, en su atención de salud, tienen derecho a ser llamadas por su 

1 Como garantJ de los derechos fundamentales, el órgano jurisdicciooal se encuenlra en primer lugar ligado a aqueltos derechos 
especificamente dirigidos a su actividad; podriamos decir, a los derechos fundamentales de carácter procesal aunados en el conceplo 
de debido prodeso. en la nomenclatura de la Constitución: 'invesligaciÓll y procedimiento racionales y justos'. Este derecho. o 
elemento de la garantía de la jurisdiccional. nace al amparo de un procedimiento en el cual el juez goza de amplias facultades, y se 
transforma en ia denominación general de las exigencias de racionalidad y 'juego limpio' que se pueden dirigir hacia el 6rgano 
jurisdicciooal. F}>r definición. se trata de un esténdar abierto. de un contenido que. si bien puede precisarse en el momento del 
desarrollo actual de la institución, tiene por carac1eristica fundamental una nota de indeterminoci6n que le permite aceptar 
cualesquiera eXigencias futuras especificas que puedan plantearse a la acción del 6rgano jurisdiccional. Aldunate L., Eduardo, 
Derechos Fundamenta/es, Legal Publlshing. p. 200. 

4 Sentencia de I~ Corte Suprema Rol N" 5420-2008. 
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nombre cuando han sida oportunamente identificadas y a ser tratadas de una manera amable y rore/ial, según 

las nonnas saciales generalmente aceptadas", 

Pero además, la normativa vigente regula cuestiones relativas al derecho a la información, Así. el 

art culo 80 de la misma Ley W 20.584 establece que: 

"Toda persona tiene derecho a que el prestador institucional le proporcione infonnación suficiente, 

oportuna, veraz y romprensible, sea en fonna visual, verbal o por escrito, respecta de los siguientes 

el+entos: 

a) Las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles 

y lbs mecanismos a través de fos cuales se puede acceder a dichas prestaciones, asi como el valor de las 
.1 

mIsmas. 

b) Las condiciones previsiona/es de salud requeridas para su atención, los antecedentes o documentos 

so icñados en cada casa y los trámñes necesarias para obtener la atención de salud, 

e) ILas condiciones y obligaciones contempladas en sus reglamentos intemos que las personas deberán 

cUfPlir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales, 

d) Las instancias y fonnas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias", 

Por su parte, el inciso primero del artícula 10 de la misma ley señala que: "Toda persona tiene 

dercho a ser informada, en fonna oporluna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, 

acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento 

di+onibfes para su recuperación y de fas riesgos que ella pueda representar, así como del pronós!iro 

eSferadO, y del proceso previsible del pos/operatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición 

PerOnal y emociona/", 

1, Agregando el inciso segundo del artículo 12 del Reglamento que "Dicha infonnaGÍón será entregada 

cof'0nne a su edad, condición personal y emocional, con el fin de que pueda adoptar las decisiones del caso, 

del confonnidad a la reglamentación especial que regule la materia, la cual incluirá las modalidades que sean 

necesarias de adaptar en aquellos casos en que e/ médico tratante detennine que no está en condiciones de 

re~ibirla directamente o que padece de dificultades de entendimiento o alteraciones de conciencia que le 

im1iden comprenderla", 

Finalmente, el artículo 21 del Reglamento, al regular el derecho a la participación de los usuarios, 

serala que "las personas tendrán derecho a efectuar las consultas y reclamos que estimen perlinentes 

respecto de la atención de su salud y a manifestar par escrito sus sugerencias y opiniones sobre dicha 

atJnciÓn". 

En la especie, el prestador de salud ha vulnerado todas y cada una de las normas citadas en 

perUiCiO del Sr, Barria, vulnerándose can ella su derecho a la vida e integridad física y psíquica, a una 

prestación de salud digna yana ser discriminado arbitrariamente. En efecto, un trato verbal que incluye 

inJullos al paciente, la nula información acerca del tratamiento que se le está otorgando. la falta de asistencia 

nebesaria -para una pelSona que dadas sus condiciones de discapacidad física y problemas de salud no es 
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aulo valente-, as] como el retardo o alteración de los horarios de medicación, configuran una situación que a 

tod~S luces ¡¡fringe las normas transcritas que regulan la relación entre las personas y los prestadores de 

acctones de salud. El derecho de reclamo tampoco se ha respetado. puesto que anle la denuncia de la 

irregular situtón vivida por el paciente en octubre de 2016, ha implicado que en su nueva hospitalización 

esté enfrentando un tratamiento hostil como el descrito, lo que resulta abiertamente ilegal. 

ASi"l(smo, la Ieg~idad v~ente confiere a la autoridad sa~taria (Ministerio de Salud) 

responsabilidades que dicen relación con lo ya expuesto, debiendo asegurar que el prestador de salud 

entregue unal provisión de acciones de salud de acuerdo con las políticas fijadas por el Ministerio, y velar 

por el debidolcumPlimiento de las normas en maleria de salud, como de los estándares mlnimos que deberán 

cumplir los prestadores institucionales de salud, tales como hospitales, clinicas, consultorios y centros 

médicos, 1 el objetivo de garantizar que las prestaciones alcancen la calidad requerida para la seguridad 

de los usuarios, 

En l,"'to, el articulo 4· del Decreto ley N· 2.763, modificado por la ley N· 19.937, entrega al 

Ministerio de!salucl la responsabilidad de "formular, fijar y controlar las políticas de salud", 

Deltro de las funciones previstas en el referido articulo 4°, le corresponde "ejercer la rectoría del 

sector Salj ' (numeral 1°), a través, de "la formulación, con/rol y evaluación de planes y programas 

generales i. maleria de salud' (letra a) del numeral 10 
) y "La Dirección y orientación de todas las 

actividades r el Estado relatNas a fa provisión de acciones de salud, de acuerdo con fas poIi/icas fijadas"; 

·Velar por el debido cumplimiento de las normas en maleria de salud' (letra e) del numeral 1 0), Además. se le 

confiere la ~nción de "Establecer los estándares mínimos que deberán cumplir los prestadores institucionales 

de salud, tJes como hospitales, clínicas, consultorios y centros médicos, con el objetivo de garantizar que 

fas prestacIones alcancen fa calidad requerida para la seguridad de los usuarios" (numeral11). 

Del esta fonna, cuando un prestador como el Hospital de la Florida, pone en riesgo la vida e 

integridad +ica y psiquica de un paciente o lo diSClimina, a través de un trato indigno y falto de todo cuidado 

y atención'les porque el Ministerio de Salud no está ejerciendo un control de las provisiones de salud o no 

está velando por el cumplimiento de los estándares mínimos para garantizar una prestación de calidad para la 

seguridad de los usuarios, y por ende, está incumpliendo la normativa, 

11.3.- El trato otorgado al afectado es -además de Ilegal- arbitrario 

E conjunto de acciones (malos tratos verbales y trato denigrante), y omisiones (falta de información 

adecuada sobre su tratamiento y falta de atención médica adecuada) descritas, configuran ciertamente una 

ilegalidad, tal cual se ha demostrado en el acapile anterior, pero ademas resultan arbitrarias, 

j n el"'to, la srtuac~n descrita liene su origen en el reclamo realizado por el af",tado, en re~c~n a 

un p~jmiento irregular de alta ocurrido el 26 de octubre de 2016, que motivó un agravamiento 

consideJble y súbito de su deteriorado estado de salud, al provocar el avance de su enfennedad, respecto 

del cual J la fecha aún no se le dan las explicaciones del caso. 
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Pese a su doble condición de paciente y de persona discapacitada, en vez de asegurarle un trato 

digno y respetuoso que tenga en cuenta sus necesidades especiales, se ha 'cosificado' al afectado mediante 

un Jatamiento hostil, a través de acciones y omisiones tendientes a sancionarlo o como represalia por los 

hec~os que le afectaron en octubre de 2016 y que han sido denunciados a diversas instancias (incluyendo la 

DiP~tada de la República Camila VaUejo y al Ministerio Público). 

De esta forma, el accionar de este servicio de salud se aleja de su encargo legal y resulta arbitrario 

conrorme a la primera acepción que de este ténnino da el Diccionario de la Real Academia Española: 'sujeto 

ala libre voluntad o al capricho anles que a la /eyo la razón'. 

Profundizando en el concepto, el profesor Nogueira precisa que 'la arbitrariedad está dada por la 

(alle de fundamento racional de un aclo, cuando el acto se desarrolla por mero capricho, cuando hay falla de 

pror orciOna/idad entre el fin y los medios que se utilizan, cuando hay (alta de hechos que justifiquen un 

proceder, También es arbitrario aquello que es ilegítimo, en la medida que la legitimidad implica un concepto 

m.ls amplio que el d. legalidad ( ... )~. 

l En efecto, en la especie estamos ante una situación en que el conjunto de acciones y omisiones 

de ritas no sólo violan la legalidad como se explicó, sino que no obedecen a un adecuado fundamento 

radionai, sino al mero capricho o animosidad en contra del afectado. 

11, ," El trato otorgado al afectado vulnera derechos y garantías constitucionales. 

11. a) Derecho a la vida e integridad física y psíquica (articulo 19 N° 1) 

Nuestra Constitución asegura a todas las personas en su artículo 19 N" 1 inciso primero, el derecho 

a Ila vida y a la integridad fisica y psíquica de la persona, Lo anterior, en sintonía con el articulo 6" del Pacto 

In~emacional de Derechos Civiles y Políticos, que dispone que el derecho a la vida es inherente a la persona 

humana, y con la Convención Americana de Derechos Humanos, que en su artículo 40 expresa que loda 

~rsona tiene derecho a que se respete su vida. 

En cuanto al contenido del derecho, la vida es un bien fundamental tutelado por nuestro 

0r enamiento, y corresponde a un bien jurídico valioso por si mismo. La vida tutelada por la Constitución, 

i nSiste en la eXisten.Cia fisíca y biológica del ser humano, pero la protección otorgada por nuestra carta 

furamental no se saUsface con el mero deber del Estado de impedir que terceros ilegítimamente nos priven 

de la vida, sino que va mucho mas allá, exigíendo un deber positivo del Estado de hacerse cargo o 
I . 

proporcIonar lo requerido para que la vida de los individuos no se vea amenazada y pUeda ser conservada, 

Como ha señalado la 1. Corte de Apelaciones de Talea, ·Una de las fonnas de resguardar la 

inregridad a que se refiere el arl. 19 N" 1 de la Constitución tiene su base más finne en la adecuada alención 

I • 
~ Noguelra, Humberto. Derechos fundamentales y garanllas constitucionales, Tomo 1, Santiago, Ubrotecnia, pt!g. 303. 
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~édica preVjWa y curativa de la salud de las personas, de modo que su privación ilegal y arbitraria ( ... ) 

Imporla una re'al amenaza a la apropiada vigencia de dicho resguardo"6, 

A 11' t ' . nlVj In eramencano, en la sentencia del caso Villagrán Morales vs. Guatemala (1999) la Corte 

Interamenca¡ de Derechos Humanos (Corte IDH) dio aplicaciOO a un concepto amplio del derecho a la vida, 

derecho fundamental que comprende no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida 

arbitrariamentt sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen 

una exislencd digna. En esa ocasión, la COrte IDH consideró que cuando los Estados violan los derechos de 

los "niños ,de ¡la, calle", ,tos hacen, víctimas de una doble agre~j6n.: La primera es la evidente, ya que atenta 

contra su Integridad fiSICa, pslqUlca y moral, y contra su propia Vida. la segunda es la de no evitar que los 

niños sean larzados a la miseria, privándoles de unas condiciones mínimas de vida digna e impidiéndoles el 

pleno desarro,lIo de su personalidad; a pesar de que esta claro y es evidente, que el Estado tiene la obligación 

de fomentar las condiciones para garantizar su derecho a alenlar un proyecto de vida que sea cuidado y 

desarrollado ! n su beneficio7• 

En l tros ténninos, en confonnidad a la protección constitucional no basta ~vir, sino ~vir con la 

plenitud de I~ cualidades y de los medios orgánicos, es por ello que la garantía del derecho a la vida, en lo 

sustantivo cclntiene y se vincula con la salud de las personas, vale decir, con la provisión de los medios 

requeridos plra salvaguardar la condición biológica. 

En ~ste caso en concreto, la afeclación a este derecho proviene de la conduela antijuridica de la 

administración del Hospital, ya que en concreto con fecha 26 de octubre de 2016 el recurrente fue "dado de 

alta', de m1 0 irregular, sacado a la fuerza con lo puesto desde el Hospital de La Florida y llevado al interior 

de un vehlculo particular, para ser dejado en un sitio eriazo en la comuna de Maipú, junto a su silla de ruedas, 

quedando abandonado pese a estar en silla de ruedas con una pierna amputada. Esa misma la noche, sus 

pocas pertJnencias le fueron sustraídas. Producto de ello la condición de salud del recurrente fue 

empeorand1 progresivamente, propagandose una infección a la píerna derecha, hasta tener que internarse el 

31 de enero del año en curso en el mismo Hospital de La Florida. A mayor abundamiento, desde su reingreso 

al hospital ra estado en riesgo su integridad personal, puesto que no se le está entregando una atención 

médica adecuada. Esto obedecería a una suerte de represalia del personal de salud al recurrente por el mero 

ejercicio del un derecho, es decir, por haber denunciado [a irregularidad y vio~encia con que fue desalojado del 

establecimiento de salud en octubre, lo que incluye neg~gencias en su atención y malos tratos verbales. 

LF' falta de atención médica adecuada, que en la práctica afecta la integridad física y psíquica del 

recurrente, se manifiesta en que no se le administra a tiempo la medicación prescrita al recurrente, lo que fue 

informado r el mismo paciente -y afectado- en [as dos visitas efectuadas por funcionarias del INDH, la 

primera el dla 11 de mayo del año en curso y, [a segunda, el día 29 del mismo mes. la falta de atención se 

produce e¿pecialmente durante las noches, en que se re debe administrar un medicamento para dormir a las 

21:00 hO, S, pero la mayoria de las noches se le administra a las 00:00 horas, consecuenc~lmenle, al dia 

'Corte de ~pelaciones de Talea. 7 de sepliembre de 1992. Badilla OI1ega. Yolanda. Y otros con directlW del SeNicio de Salud del 
Maule, doctrlna citada por Enrique Evans de la Cuadra. en Los Derechos Constitucionales Tomo 1, Segunda Ed'IciOn, Editorial Jurldica , 
deChite, 1999,pl30. 
1 Corte IOH, Vl/lacpn Morales y Otros '15. Guatemala. Sentencia de 19 de l'IOYiembre de 1999, ¡)Arralo 191. 
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siguiente despierta aletargado en exceso. La no entrega oportuna de los medicamentos afecta de modo grave 

y dirJcto la adecuada atención médica preventiva y curativa de la salud de las personas, componente de la 

gara~tia a la integridad fisica consagrada en el articulo 19 N° 1 e de la Constitución Política de la República. 

I En coosecuencia estas conductas denUIlC¡~as por ~edio. de la . present~ ~ón de protecci~n 
constitucional perturban claramente el derecho a la vida y a la Integndad fíSica y pSlqUlca de Samuel Barna 

1 11.4 b) Derecho a la protección de la salud (articulo 19 N" 9) 

Si bien el articulo 20 de la Constitución al referirse al articulo 19 W 9 se limita a su inciso final tCada 

persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste estatal o privado'. la 

interependencia a indivisibilidad de los derechos humanos hace en este punto imprescindible realizar 

consideraciones sobre la manera en que al señor Barria se le ha afectado su derecho a la protección de la 

salJd. 

En la doctrina nacional, la profesora Alejandra Zúñiga Fajuri, al analizar el estado de la jurisprudencia 

nacional previa a la implementación del plan Auge, en un articulo dedicado a la vinculación entre el derecho a 

la t da y el derecho a la protección de la salud en nuestro OftIenamiento, plantea la siguiente duda: 

"¿p¡odemos siempre saber claramente cuándo se está ante la violación del derecho a cuidado sanitario y 

cuaooo se trata del derecho a la vida? Posiblemente no. Es necesario reconocer que, a veces, se están 

viJ ando ambos derechos y que uno de elfos no admite argumentos de progresividad'f!. 

Por su parte, el profesor Germán Urzúa señaló que el derecho a la vida "no implica, evidentemente, 

tan s610 la facultad de impedir que se nos dé muerte, sino también la concurrencia de un conjunto de 

C01diciones laoorales, sociales, económicas, asistenciales y sanitarias que hagan factible el mantenimiento 

della existencia den/ro de un nivel propio de la dignidad humana. Representan, por lo tan/o, aspados o 

der' aciones de este atributo básico derechos lales como ( ... ) el derecho a la protección de la salucP". 

Ademas, hay que lener en cuenta que tal como refiere Zúñiga, la Comisión de Estudios de la nueva 

Constitución "((NO el propósito de tratar, a continuación del derecho a la vida, el derecho a fa protección de la 

s4Ud, por estimarse que entre ambos derechos exisfia una estrecha vinculación. Sin embargo, por razones 

metodofógicas se abandonó ese plan"". 

j A nivel internacional, el articulo 12 del pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

e Itura!es (DESC) reconoce "el derecho de toda persona al disfrute del más alto nñtel posible de salucr. El 

~mité DESe ha especificado en su Observación General W 14 que "la salud es un derecho humano 

tr amental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos' y que "todo ser humano tiene 

a luñiga Fajul!, Alejandra. El deroclio ala vida y el derecho ala prolección de la salud en la constitución: Una relación necesaria, En: 
Esludios Constitucionales, Ano 9 N"I, 2011 , pp 50-51. -
I Unua Valenzuela, GemIAn. Manual de DerechoConstirucional, Sanliago. EditOrial Juridica de Chile,~. 179.160. 
I~ ZiJñiga, ql. cit.~. 39, donde refiere la Sesi6n 87, pago 5 Y Sesión 90, ptJg. 22. 
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derecho al dISfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vMr dignamente'!l. Además, señala que 

-el concepto Idel 'más alto nivel posible de salud', a que se hace referencia en el párrafo 1 del articulo 12, tiene 

::ne:::I:u:{~: :;;,::::onos biológicas y soeioeeonómieas esenciales de la persona como loo reeursoo 

Solla conexión estrecha con otros derechos, el Párrafo 4 de la misma Observación señala que ' El 

derecho a 1al salud está estrechamente vinculado con el ejercicio de otros derechos humanos y depende de 

esos derect-ps, que se enuncian en la Carta Internacional de Derechos, en particular el derecho a la 

a1imentación~ a la vivienda, al trabajo, a la educación, a la dignidad humana, a la vida, a la no discriminación, 

a la igualdad, a no ser sometido a torturas, a la vida privada, al acceso a la información y a la libertad de 

asociación, kunión y circulación. Esos y otros derechos y libertades abordan los componentes integrales del 

derecho a la salud', 

Finrlmente, el párrafo 8 del citado comentario del Comité DESC, señala que el derecho a la salud 

comprende ibertades (por ejemplo, contra injerencias indebidas) y derechos, Entre éstos últimos, esta 'el 

relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las personas oportunidades iguales para disfrutar 

del mas alto nivel posible de salud', 

En Isíntesis, el derecho a la vida y la integridad física y psiquica incluye necesariamente ciertas 

dimensiones del derecho a la protección de la salud, pues a lo menos se debe asegurar a las personas 

aquellas pre~taciones mínimas de salud de las cuales depende directamente resguardar su vida, 

Tal como [o ha señalado [a jurisprudencia de la 1. Corte de Apelaciones de Santiago, ·si bien, esta 

última gara1tía, del número 9, no se encuentra amparada por el recurso de protecci6n según lo establece el 

artículo 20, sí constituye un derecho garantizado a todas las personas por la Carta, por lo que no es posible 

desentende~e da su existencia para una adecuada administración de justicia"'3, 

En el mismo sentido, la Excma, Corte Suprema ha sostenido que "si bien la acción cautelar 

contemplada en el artículo 20 s610 se ha /imitado a la tutela del inciso fina/ de la disposición citada, es decir, el 

derecho de l/as personas a escoger un sistema de acceso a la salud, sea éste público o privado, lo cierto es 

que los Prit eros incisos del numeral noveno del artículo 19 de fa Carla Fundamentaf establecen criterios 

nOlTTlativos jctores que e/ constituyente entrega al Estado, fa cual lleva a interpretar de modo extensivo la 

garantía constitucional, En efecto, por tratarse da una cuestión da interés público y un derecho fundamental 

de orden s~ial, es el Estado el llamado a garantizar el Derecho a la Protección de la Salud de todas las 

personas, ti niendo en cuenta para ello la definición de salud dada por la Organización Mundial de la Salud: 

11 Comité de berechos Econ6miros, Sociales y CUllurales, Observación General N' 14, adoptada en el 22' período de sesiones, 
Ginebra, 25 de abril a 12 de mayo de 2000, p~rr, 1, 
11lbid" ~rr, 9, 
u Corle de APelaciones de Santiago, Rol N"7766-2009, sentenda de 10 de didembre de! 2009, Palrida V~squez lbailez con Fonasa, 
Considerandol5', 
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'má;o bienestar físico, mental y social unido al pleno desarrollo de las potencialidades personales y 

sociales"'(. 
I Como se ha indicado en esta presentación, con la omisión de información sobre su diagnóstico y 

estado de salud, la negligencia en su dosis farmacológica, las represalias y malos tratos en su contra, la 

víCtim!a recurrente o afectado, claramente ha visto perturbado su derecho a la salud. Ello queda claro poi'" 

cuanth la atención médica del Hospital de la Florida donde esta interno, no le administra a tiempo la 

medi~Ción, [o que fue informado por el paciente en las dos visitas efectuadas por funcionarias del INDH, la 

primJra el día 11 de mayo del año en curso y, la segunda, el dla 29 del mismo mes. La falta de atención se 

ProdJce especialmente durante las noches, en Que se le debe administrar un medicamento para dormir a las 

21 :od horas, pero la mayoría de las noches se le administra a las 00:00 horas, consecuencialmente, al día 

SiguiJnte despierta aletargado en exceso. También es constitutivo de la perturbación del derecho a la salud 

que ~I paciente que no lo asistan durante la noche para cuestiones tan básicas como tomar agua o vaciar su 

bolsJ urinaria. Por ejemplo, la noche del 8 al 9 de mayo el afectado llamó al personal asistencial de tumo, 

durar te aproximadamente una hora para que le cambiaran la bolsa del catéter, la que contiene su orina, sin 

resuradO. Ante eso tuvo que vaciarla él solo en el mismo vaso que usa para tomar agua, sin recibir atención 

en tOda la noche. Consecuencialmente, no pudo beber agua el resto de la noche. Ademas, a Samuel Barria 

SilvJ, 10 deberían curar día por medio, pero aquello no ocurre y aun asi en las curaciones no le cambian los 

parcr es, que adquieren muy mal olor. Los fines de semana no efectúan sus curaciones. Además en la visita 

al Hospital, a las funcionarias dellNDH les constó que uno de los medicamentos prescritos le fue entregado 

una jhora después del horario pre establecido y, consultado sobre esta situación, el paciente relató que 

además del incumplimiento de horarios no siempre se le entrega la dosis prescrita. Además, las ateociones 

por F rte del médico tratante, doctor Saavedra, tienen la frecuencia de una al mes y la última de ellas no duró 

más de un minuto. 

11.4 t Igualdad ante la ley (articulo 19 N' 2) 

La Constitución asegura en su articulo 19 W 2 a todas las personas la igualdad ante la ley. Lo 

anterior en sintonía con el artículo 3° del Pacto Intemacional de Derechos Civiles y Políticos, así como con el 

arti6ulo 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos que dispone que todas las personas son 

¡gUlles ante la ley y que, en consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

Sobre el contenido de esta garantia, cabe precisar que nuestro ordenamiento promueve un armónico 

desarrollo de cada individuo o tal como señala el articulo 10 inciso 4 de la Constitución ·su mayor realización 

eS4iritual y material posible", sin distinciones éticamente justificables y sin atropellos a la dignidad, es por ello 

que salvaguarda la igualdad por medio de la garantia especifica del artículo 19 W 2, elevándola como un 

val1 cardinal de nuestro ordenamiento. La sus!ancialidad del numeral 20 radica en la prohibición de 

diS6riminaCión arbitraria que veda una acción legislativa y de la autoridad carente de objetividad. El principio 

de I igualdad en la ley se estructura sobre la clásica ordenación igualdadldesigualdad, consagrando la 

OblIgación de la prohibición de normas particulares o referidas a personas o grupos determinados (ley general 
, 

:~.~e Suprema, Rol 1324-2010, sentencia de 25 de febrero det2010. José Luis Vivanco Garabito con Hospital Hemén Henriquez 
ruavena de T emuco, Considerando 2·. 
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y a~~tract~)1 o de COndU~t~s ~dmi~istrati~as. arbitrarias, prohibiendo lanlo al legislador15 como a la 

admlnlSmrn establecer pnVlleglOS, dJferenclBClOOes o desigualdades en la regulación normativa que efectúa 

basada en f leriOS irracionales, sin pe~uicio de la posibilidad de disponer nOlIDas o practicas diferenciadoras 

que establezcan distirICiones normativas o facticas justificadas frente a situaciones o circunstancias que sitUa 

a los sUjetds en posiciones de desigualdad comparativa, aunque se debe evitar la arbitrariedad en la 
distinción. 

Al impedir la arbitrariedad en la discriminación, se esta consagrando -a exmtrario sensu· la 

procedencia de la discriminación siempre que no sea arbitraria (principio de discriminación no arbitraria). Se 

in~ti~ye la I posibilidad del tratamiento diferenciado en el contenido de la ley bajo criterios racionales y 

objetivos PQr parte del legislador, y una ap~cación por parte de la autoridad también diferenciada y sujeta a 

iguales pa~etros de no arbitrariedad. 

I 
POdemos afirmar el imperativo prohibitivo de discriminar, a menos que la diferencia esté justificada. 

También eksten categorias donde la discriminación es prohibida, pero, si ésta se realiza, la justificación Que 

debe dar e legislador es mas exigente. 

Es 10 que en la doctrina comparada se denomina juicio de legitimidad (por ejemplo, en el Derecho 

españ0J16)J En él, el Tribunal Constitucional debe examinar las razones justificantes de la diferenciación 

deterrninardO si ella es procedente o. por el contrario, la considera vulneradora del principio de igualdad. Tal 

juicio no es homogéneo, ya que respecto de aquellas condiciones que expresamente se prohIbe discriminar 

(la nacionhlidad, por ejemplo), la desigualación en razón de tales condiciones será aceptada únicamente bajo 

un canon ¡k.s eslliclo y riguroso de justificación. 

En el caso del señor Barría, la vulneración a este derecho consiste en Que tratándose de un 

ciudadanb que es paciente internado en un centro asistencial y que ademas es una persona discapacitada. 

sin famiJ~reS y con muy modestos recursos económicos, tos estándares relativos a la protección de su 

dignidad I~umana y atención de salud implicarían, en primer lugar, ser tratado de acuerdo al mismo marco de 

derechos y deberes que la legislación señala para todas las personas, y ademas gozarla de un estatus de 

doble pk tección en razón de su condición de persona discapacitada que amerita "ajustes razonables', 

definidoJ por la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, como "las 

moditick iones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o 

indebidJ. cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a fas personas ron discapacidad el goce 

o eje1 io, en igualdad de condiciones con fas demás, de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales" (artículo 2)17. 

I 
IS NOGUrEIRA A., Humberto, 'EI Derecho a la Igualdad en la Jurisprudencia ~sli!ocional', en Revista de Derecho de la UniVCfSidad 
Cat6lica de Valparalso (Vol. XVIII, Actas de las XXVII Jornadas de Derecho Público, 1997, p. 170. 
16 STC ~pai'toI N" 200I2001, c.~ 4°. 
11 Dicha1convención 'f el coocepto de los 'ajustes razonables' ya han sido esgrimidos 'f reconocidos por la Jurisp1'1.ldencia nacional. 
Por toods. Excma. Corte Suprema Rol N" 26492 - 2014, sentencia de 30 de octubre de 2014, considerando 4" • ... Por otra palie, 
QC¡!I1e dw 19 Convención sobre Derechos de /ss Personas COII Disc8paI;iqad sel!81a como obt aBCiones generales en Sil artículo 
cuat1o, 91/6 los Estados Panes se CCt'!?DI!2!!!etn a asegura' y prornovar &1 pleno ejercicio de lodos k!s derechos humanos r /as 
1ibertad8s fundamentales de /8$ !l!!~OIlas con d'SCODadd/1d sin discriminación e/m/fla. 'A tal fin, /os Es/Bdos 58 comprometen o: f) 
empr&nOer o promover la investig8ciótl y el desanollo de bienes, servicios, equipo e insla/ackvles de disello universal ( ..• ) para 
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Por el contrario, al senor Barria se le ha estado otorgando un trato discriminatorio que 10 deja en 

desr¡edro respecto al resto de las personas que son alendidas en la unidad del Hospitat de La Florida donde 

se jcuentra internado, lo cual constituye una discriminación arbitraria prohibida por nuestro ordenamiento 

juridrco tanto nacional como de origen internacional. 

La Observación General W 14 del Comité DEse señala, por el contrario, que "los establecimientos, 

bienes y servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción 

del bstadO Parte", y que esta accesibilidad incluye la "No discriminación: los establecimientos, bienes y 

sefios de salud deben ser accesibles, de hecho y de derecho, a tos sectores mas vulnerables y marginados 

de la población, sin discriminación alguna por cualquiera de los motivos prohibidos' 18. 

Mas adelante el Comité explicita que "el Pacto prohíbe toda discriminación en lo referente al acceso 

a la atención de la salud y los factores determinantes básicos de la salud, así como a los medios y derechos 

para conseguiMo, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión politica o de otra indole, origen 

nacional o posición social, situación económica, lugar de nacimiento, impedimentos físicos o mentales, estado 

de salud (incluidos el VIH/SIDA), orientación sexual y situación polilica, social o de otra lndole que tengan por 

Ob~to o por resultado la invalidación o el menoscabo de la igualdad de goce o el ejerticio del derecho a la 

salJdo19• Así, la obligación estatal incluye "al garantizar la atención de la salud y proporcionar servidos de 

sal!~d, impedir toda discriminación basada en motivos internacionalmente prohibidos, en especial por /o que 

resbecfa a las obligaciones fundamentales del derecho a la salud"20. 

Especlficamente en relación a la atención de personas con discapacidades, en el parrafo 26 el 

Comité 'subraya la necesidad de velar por que no sólo el sector de la salud pública, sino también los 

est~blecimienlos privados que proporcionan servicios de salud, cumplan el principio de no discriminación en 

el Jaso de las pelSonas con discapackiades". Estas obtigaciooes se ligan con lo señalado en la Observación 

ge~eral W 5 del Comité DESe, sobre las personas con discapacidad, que en su parrafo 34, relativo al 

derbcho al disfrute de salud física y mental, señala que "Todos los servicios mencionados deben prestarse de 

(ora que las personas de que se trate puedan conservar el pleno respeto de sus derechos y de su 
dig idad'21. 

111. MEDIDAS SOLICITADAS POR EL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS EN EL 

PRESENTE RECURSO DE PROTECCiÓN 

I 
J 

saüsf8C6r las necesldaOOs específicas de las personas con discapacidad. promover su disponibilidad y uso. y promover el disei'.O 
uni~rsal en la elaboración de llOn1les y directrices'; y, en Su articulo 14 N" 2, donde sellala que 'los Estedos partes asegurarén que 
les ~rsones con discapacidad que se vean privadas da libertad en razón dfJ un proceso tengan, en igualdad de condiciones que/as 
da"?lJs, dar&Cho a garan/las de conformidad con /os obJelivos y principios de le prosanta convención. Incluida la mlizac/ón do 
aju~tes rilonab/u '. 
1! tkJmité da Derechos E!Xln6micos. Sociales y Culturales. Observación General N" 14. adoptada en el 22" período de sesiones, 
Gin~. 25 de abril a 12 de mayo de 2000, pOO. 12. 
IJ Ibid , párr. 18. 
20 I~id., ptlrr. 19. 
11 ~é de Oeted'los ECOf)(:InMcos, Sociales Y Ctlturates. Observaoon General W5. las petSOI'Ias con discapacidad. 11 periodo de 
sesiones. 1994). U.N. Doc. E1C.1211994113 (1994). 
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De acuerdo a lo expuesto en [os párrafos precedentes, es posible concluir que [as recurridas han 

wloerado rediante acciolles y omisiones las garantias constituciooales del señor Samuel Barria Silva 

contempladas en los numerales 1-, 20 Y g- del articulo 19 de la Constitución. 

Tenient en cuenta que en esta acci6n de protección, el único limite del juez esta en su sujeción a las 

finalidades ~e esta acción constitucional. Que consiste en restablecer el imperio del derecho y asegurar a las 

personas aJraviadas la protección debida, y que por ende el tribunal puede adoptar toclas y cualquier clase de 

medidas terientes a estos objeijvos, aunque no aparezcan establecidas en ningún código ni hayan sido 

solicitadas por el recurrente, en este caso en particular, se solicita la a esta 1. Corte se adopten las siguientes 

medidas: 

a) Sei
l 
declare la ilegalidad y/o arbitrariedad del trato otorgado por las recurridas al afectado don Samuel 

Barría Silva. 

b) J declaren infringidos por parte de las recurridas los derechos constitucionales a la vida e integridad 

fíJica y psiquica, igualdad ante la ley y protección de la salud, consagrados respectivamente en los 

nJmerales 1°,2- Y 9- del artículo 19 de la Constitución Politice de la República, en relación a don 

S~muel Barria Silva. 

c) aL, como consecuencia de lo anterior, se adopten tocio tipo de medidas dirigidas a restablecer el 

¡Jperio del Derecho y asegurar la tutela de todos los derechos fundamentales violados, poniendo fin 

a) los actos y omisiones ilegales y arbitrarias descritos con antelación respecto de la persona 

afectada. 

d) due en particular se ordene al Hospital de La Florida suministrar la atención requerida por el 

a1fectado, Samuel Barría Silva, e infOlTllarle adecuadamente acerca de su tratamiento. 

e) ¿ue se ordene al Hospital de la Florida hacer cesar cualquier forma de trato hostil en contra de 
I 

dicho paciente. 

n l e se instruya al Ministerio de salud y al recinto asistencial Hospital de la Florida en la obligación 

~e respetar la dignidad humana de tocios los pacientes, particularmente si se trata de personas 

discapacitadas y de escasos recursos. 

g) ke ordene al Ministerio de Salud y al recinto asistencial que instruyan los sumarios internos 

respectivos que pennitan dilucidar las responsabilidades administrativas involucradas y 

adoptar las medidas necesarias para impedir que se repItan actos y omiSiones que Importen 

vulneraciones a derechos fundamentales de los y las pacientes. 

h) Se ordene al Ministerio de Salud y al recinto asistencial adoptar las medidas de formación y 

capacitación en lo referente a las obligaciones del Estado de Chile en materia de derecho a 

la salud, a fin de impedir que se vuelvan a cometer vulneraciones de derechos como las del 

presente caso. 
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POR TANTO, 

De acuerdo a lo dispuesto por el articulo 20 de la Constitución Politica de la República y el Auto 

Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre tramitación del Recurso de Protección de Garantias 

CO~StitUCionales , pubficado en el Diario Oficial de 27 de junio de 1992, más las normas constitucionales, de 

tra~dos internacionales de derechos humanos y legales ya citadas; 

PIDO A. U.S. ILTMA, se sirva acoger a tramitación el Recurso de Protección en contra de la Ministra de 

Salud, Carmen Castillo Taucher, de la directora del Hospital de la Florida, Valeria Midori Sawada Tsukame y 

de ¡la enfermera del mismo hospital doña Alicia Zamora, por vulnerar el derecho a la vida e integridad fisica y 

ps{quica en conexión con el derecho a la protección de la salud y la igualdad anle la ley establecidos en la 

eo1nstitución, a favor de Samuel 8arria Silva, se acoja la presente acción constitucional de protección, se 

debrare la VtJlneración de los derechos constitucionales consignados en el numeral 1, 2 Y 9 del articulo 19 de 
I 

la r Stitución Politica decretando las medoas ya solicitadas. 

PRIMER OTROsl: Solicito a S.S. tener por acompañados los siguientes documentos: 

1. Copia simple de la Sesión Constitutiva del Consejo dellnstitulo Nacional de Derechos Humanos, que 
con fecha 30 de julio de 2010. tuvo por objeto constituir fonnalmente al Consejo del INDH. 

2. Copia simple de la Sesión del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que con fecha 01 
de agosto de 2016, nombró como director a don Branislav Mare!ic Rokov. 

3. Copia simple de la denuncia estampada por estos hechos, ante Fiscalia local de la Florida del 
Ministerio Público, bajo el RUC: 1700365337-4. 

4. Copia simple de informe de visitas efectuadas por funcionarias dellNDH a Samuel Barna Silva en el 

Hospital de la Florida, de fechas 11 y 29 de mayo de 2017. 

S~GUNDO OTROSI: Solicito a S.S. disponer que. a objeto de acreditar los hechos denunciados, se solicite 

infoone a los siguientes organismos: 

a) Ministerio de Salud. 

b) Hospital de la Florida. 

c) A la Federación de Trabajadores del Hospital de la Florida (FENATS), representada por su 

presidenta, doña Jovita Castro Herrera. 

d) A la Fiscalia local de la Florida del Ministerio Público, a fin de que infoone sobre los hechos de la 

investigación penal seguida bajo el RUC: 1700365337-4. 

~ERCER OTROsl: Solicito a S.S. que a efectos de disponer de todos los antecedentes necesarios para una 

adecuada resolución del asunto disponga la consUlución de un ministro de esta rrtma. Corte en el Hospital de 

Ja Florida, ubicado en Av. Froirán Roa #6542, comuna de la Florida, para poder conocer in silu las 
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condiciones in que se encuentra el afectado, don Samuel Barría Silva. Al efecto resulta pertinente tener en 

cuenta que la Excma. Corte Suprema ha señalado que en relación a casos de acciones constitucionales 

cuyos suPUJtos filcticos se producen en contextos de internación de personas, resulta "del caso señalar la 

importancia 1ue reviste que la Corte de Apelaciones respectiva disponga lo necesario para la mejor decisión 

de este tipo 1e asuntos, como puede ser, por ejemplo, la visita oportuna de un Ministro al lugar de ocurrencia 

de los hechOr" (Rol 6080·2013, sentencia de 22 de agosto de 2013). Además, se recatcó dicho criterio por la 

Excma. Corte Suprema al disponer en el Oficio ADM Ne> 1125-2013. en donde se oficia a las distintas Cortes 

de Apelaci01es del país, a fin de que se tenga presente en la tram~ación de los recursos, la necesidad de 

disponer [o P.ertinente para reunir los mayores antecedentes que permitan una adecuada resolución, incluida 

la constituci¿n de un ministro en el lugar de ocurrencia de los hechos para conslatar1os y, eventualmente. 

disponer itialaS med~as correctivas. 

CUARTO 0t ROS1: Solicito a S.S. tener presente que el artículo 2° de la Ley W 20.405. que crea el Instituto 

Nacional de ¡Derechos Humanos. dispone que "El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los 

derechos humanos de las personas que haMen en el territorio de Chile. establecidos en las normas 

conStitUCion~les y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran 
I 

vigentes • ., como hls emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad 

inlemacionl 

Para CUmPlir con este objetivo. ellNDH tendra. entre otras facultades, las siguientes señaladas en el artículo 

3· de ~ ley: 

.2°: 'COmunicar al Gobiemo y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes. su opinión 

respecto dellas situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del pafs"; y, 

-40: "Promover que las prácticas nacionales se armonicen con los tratados intemacionales de derechos 

humanos Jificados por Chile y que se encuentren vigentes, a fin que su aplicación sea efectiva"; 

Asimismo. ,~un lo estipulado en el ~rtícUIO 30 ~o 5~ ~Le CO"e~PO~dera especia/mente .allnStit~o: .. 
Oeducir acciones legales ante los tnbuna/es da JusflCla. en e/ amMo de su competenCia. En eJerciCiO de esta 

atribución, kemás de deducir querella respecto de hechos que revistan carácler de crímenes de genocidio, 

de lesa hut anidad o de guerra, tortura, desaparición fonada de personas, tráfico ilícito de ~jgrantes o trata 

de person,s, podra deducir los recursos de protección y amparo consagrados respectivamente en los 

artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ambito de su competencia". 

Por lo taJ. la legitimación acliva para comparecer en calidad de inleNinienle, eslá dada por la ley 20.405 

que crea ~llnStituto Nacional de Derechos Humanos que tiene por objeto la promoción y protección de los 

Derechos r umanos, y que en su artículo 3 W 5 la faculta para interponer recursos de protección en el ámbito 

de su COmrlenda. 

POR T ANr solicito a U.S. ILTMA lenerlo presenle. . .. . 

QUINTO 0TROsl: Sírvase S.SJ tener presente que mi parte propone que todas las resolUCiones JudiCiales, 

actuacion~s y diligencias le sean notificadas vía correo electrónico a las casiUas de correo electrónico 

18 



p ·vera@indh.cl, Imatus@indh.cl y notificaciones@indh.cI, por ser esta forma de notificación suficientemente 
I r Ol y no causar indefensión. 

SEXTO OTROsl: Ruego a USo Se sirva tener presente que desigllO como abogados patrocinantes y confiero rer para representa~n esta causa a los profesionales del Instituto Nacional de..B~hos Humanos, 

, ablo Rivera lucero, cédula de identidad W Y.fu.56S'1 , Laura Matus Ortega, cédula de identidad W 

¡J.333.587.0, y Alexis Aguirre Fonse~ cedula de identidad W13.252.884-5, todos de mí misroo 

domicilio, los cuales podrán actuar en fonna conjunta e indistinta en esta causa, confiriéndoles expresamente 

J mediante este aclo, todas las facultades de actuación establecidas en el artículo 70 del Código de 
I 
r rocedimien'o Civil, las cuales se tienen por reproducidas para todos los efectos legales, los cuales 

suscriben el presente libelo en se~al de aceptación del mandato judicial otorgado. Para efectos de acreditar la 

f alidad de abogados, solicitamos se tenga presente lo contenido en el Autoacordado AD 754-2008. decretado 

r la Excma. Corte Suprema con fecha 08 de agosto de 2008. 

I 

f' 

/ 
V I 

".J. 2-,s 2 -23~ 'I-.':i 

~ffl?~Ls) 
. /§ 3.33 é¡'Zj -O 

AUTORIZO F.,OUJER 
Acreditó calid~~¿ bogado 

santlag:,9 r 7 
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IIOlAAlO ~~ DE ~ 

CECJMAOCTAVA NOT~IA 

kjop, N~l.:t:t301 2010. " 

0:1'.' 2~041.5 

SESIÓN COHSnruTIVA 

CONSEJO OEL INSTITUTO NACIONAL OE OERECHOS HUMANOS 

" 
En SJI\~AgO de CII~." lrebtl de Jur:3 de des. mil dlet, Il\le mI. MARIA LOR:!O 

ZALOrvAR GRASS, Ab<l{¡ado, dorni::i:iada en B3ndc)ri1 n\mel':l u.soMtos 

ClJóI<1Inll y uno,' o!lr;in;a edloe!el'llos dn:l:8flti. y .10, Notario SUIlIe:l~e de do'\ 

P.trIdo bldlvo, Mao:MM:I. !/tuIal de b Oklmo OdaVI Notaria do Santia¡p. 

10,,01\ DeCllllo Judicial do I!:dID 1613 de J,",~o de do!; mil diez. proIoco!iZKO oon 

h!::hD nueve de JuDo del mamo ello. balo gI Repeitorlo n~me'o diez mi oehenll y 

"no I dos ma die~ COII1Ial'i!C8n: don un. Edg.al"do Hormosil~ O!:;orlo, chileno. 

dlvotcildo. r;8d ... I~· naoicnal d"ldent:dad roUmel':l ~ millones tTescie:llOs set!:lnlo 

y c:lnco mil 1r,"9.n\05 vvm~(¡I1 gtoIO:1 do$, dcmlc.i~ en Avonlda El 601<:,"", 

t¡orte Nolmllto ef!ro o;:Uatnx::enlDs Q.\I!IVI:e c!.cIn.:J novKll1ltos uno, La, Con~s. y 

expolie: C"" debldamentlt Iacu:~o ...r_ 01'1 rK1JCir a elcrit~ra p(lb:iea ka 

'SESIÓN CQf<lsTlTUTIVA CONSEJO DEL INSTfTUTO NACIONAL DE 

OERECHOS HUMANOS", o.r¡o tell'.o:eS~deI sl¡¡uiente tenor; -en Santiago de 

Chile,,, vcHrita de Julio ce des,...i1 d'a.: er.!'I mi. den;) Ma:hl l ote!o 7.aldMII Gras¡, 

Notarlo Syplonw de don Palriclo Z.kltvar MlICkanna, Dlendo bo, quln<:ll trelnl.l . , 
horas., IIn la Blbli(¡\eca NlIIcional lIbIcad.J en AVflnida Llbcttac:!or BorIWdo 

I • 
O'H~lIinl n(¡mero '1e;:leienles c'neuQ:ll;Ly 1:rlO, Santiago, ,e l"eunlO el Consejo dtl 

tnl:inrb N.'H:¡"nlll¡ dI! Der='a:>s Human» de conIormldad a :o estlll\lleeido en 111 

arllcukl uxto do la ley n(¡mero Vfllnte mil cuol~nto' d neo, eco I!I objeto y en 

IgS l~rmlnD"l q~e a eon!ln!.-.Q6n " $tl ....... n: PRlJ.IERO.· OBJETO DE LA 

SESION. L. l1,esenl& sc..s·On ord Í"l.il rla ~8rae por OOjeUl Cllnslitulr formalmente el 

Con!l-ll!o • quien lo C:CrTe~pond" 11. ~ Supl!:iot del lns:iMo y deg!( """'1 
Otl"ec:io,I, d,,' Consojo q1i1! , ,~ vez lo _~ dalln~lilulO Nactor.ll d .. Qerect:Ol ' .. ~ 

HUmllnDl. en 10$ I~OI y ean I;u: laeubdea I"Ilabl.elchls en '8 ley re:.r~d.N'~}" t~~ 
J . ":; :': ' .~" 

. I!,:p!fr-'¡{ ~J! 

'~~"~:~~9' 
<¿ ...... --;-.. 



SEGUNOO.- CAUOAO DE CONSEJEROS. U C3r."*'d d;l Conse/CrOI d.! IIlsUU\Q 

Naelcmal <la Dellld1o, H",manQ¡" ae.'lY.litI."" 1, exhIbici6fl dol ODrIo Q&1aI do 

Ico:ll, do!. d. JuliO de doa m~ cr:u. dor.d8;;p¡!~ publll;ado 01 Occ<"t;) Supre:nc 

nUme'" te.anta del Wn~rlo S.CIlI~. Ge<:eral do r.:. Pntsida/'lCia d. led\a 

."inla de m~yo d~ dol '}"i dioz. TERCERO._ ~UÓRUM DE ASISTENCIA. l~ 

p". ltnle sc,11ifl c-;mstM.:a .. Clleb:'1t con 11 Iolalid .. ::I do lo. CO/'l$$¡¡:~ ....... 

Intogr;ln el Conse];) cll:1 INlUIII.;) N~ Qc, Oereel!ol Humlnos. ¡"divkh ... ~ud~, 

• "n!i"'~3 clOn; Oo~ i:'<P.m~~ Piren FemUidcu: 'f don Luis Ec!,aldo H.rmo~n, 

O~IIo. dnigr..cro.~ ;)Of al S.n;,dQ de \;1 Rey.!b!"oca. Don Robet1o Gprret6n Merino 

.., don MIg ..... l Lu!I Amuntitcv'" Mom:kotag. d4rsig<".K~ pOr b Honofllbla Cirrr.lflO 

de Oi¡>ul~do,. 001'101 ""13 Lor."" Fricta )k;rJeon. d:m Claudia EnriqUl! Gg"zilel 

Urb!nl. don Enric:¡ue NC:l'l ez Ar .. -.d, .., d6rl Se'lllc> ?G'J.n Fuenal!cril 6:as ..... r.an, 

<IO$:,nlldo~ por 1", iNotiludoN. 1IIf\Q1~a ~ la 'dmer.sa y p ro~n de los 

OctltchQl Hl1m8nOl1. 00IIe M.rla l~:a s.p.jlvedl EdwrlrlIs y MIIn:Jel Ant~n:.o 

NiJfI~l Pobllla duignr.lo:l pot el P'loI!:$IdItrIe.:!e b Rep\ttl:b. Don Eu;anio 010: 

C"""lion. cesi91\ltdo 110: 101 decanos de las hw:u!tuGes do Derecho ele lu 

u:>iversld;>des ¡nl~n:esdel~,o". Rector." 'f.:!a UA've~acIcs aut6nomas. 

CUARTO.- ELECCIP N DE DIR.ECTORJA. Con ~ totallcllel do los ConSl;c<NIa:r 

Of?!lent" se proc;cde e o¡egi. el Dhld.Dl/. e"el !ns~ ~¡~,,;:¡'on¡¡l ce Cereol'llXi 

HelmanOG. que a '''' vn !o sero .:!el CG,u'¡ao; de COI\~orm!dad.a lo es.tablec:i60 en el 

art;c,.to seis 'do 111 Ir:)' ~Into m' OJiI~fl:OS timo. RalUu~o el rceuenl0 o;Ie 

..olas en eSle m~mz;-~. ha ~ido elegk!oIl p:)t rr'lJlyorfa ilbsc!U1I1 tJOI'Ia Jv:!a 

lO<1lr"lil ff",S r.tonle6n. OUltn"O, fUNCIONES DEL DIRECTORIA. O-

'j . : ~IO"".iI!~d.' e lo Ul3b!e;ldo .... el:1OI1lcuIo noveno de tu ¡IY Vg"la rm 

' C\. ... c«<4ntas (; .... :0. eo<ra.!.)O<ldeli al O!ft<:lotll ; uno) Dirigir admlnl,\ratlvanlo:\lO 

el L,.l<:UlO. dos) Pre~ir 1113 5C.JIc>ne. el ... CDIIMjo. Ir .. } RUPfU1.<lnl., ludie;,,1 y 

ex:no¡:.odiclnlmento al IM~'tufo. MI como .jercer ,~ '''pro~on\acl6n ln\er.-.ciQnIL 

cua"o) Dlc:::w- IU rc$oCludon~ necou¡fn j)I" dar eump~mlenlO I los ICI.I/!rdOS 

del r.nn~ cinco) Eklllom ~ ~~ Ilc:t Inlormor Atoul1 .,.lftl)leooi.do 11\ el 

IrT;":\.1:) "es I'\lMero uno y elo be .:!emb intO/"ll"';<$ a ~U(I ' 8 ret,ere 01:8 ley Y , 

, 

• 
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""TRlCOQ tAl!)IVAIIIMCICt ...... 
NGTA~IO PVel.ICO 011 $A.HT1AGO 

IXQMAOCT,.v.\I'IOTAAIA 

' ~f$Serltat los 11 ta aprotHIoI::6n ¡;Iel CoMCJo. 6fOiI.¡ ReaiOulr locIn lal .eo<Jrl('~ qve el 

Cc~¡o ., oncomleode. úl!:)lm domb qua la MI\JI~ la ley. SEXTO: fiRMA 

DEL ACTA '( APROBACIÓN DE LA MIStAA. POI unlrllmloao 5<1 aconto) ~ue 

r.'frID> el ae:a lodos lea Cot1leJef03 prennw.. SEPnUO: ESCRITURA 

PÍl8UCA. Los CoIlMl~'Cl.III!IT.an por .:r.animld/ld facultor <1 <Ion Lull Edgardo 

HC1'IfIot:lh DllOrIo • !in dO q;¡C DtOCeda 8 redudr la pres4nte. uda a ~~fll 

p':obb. Se lermma la scsien sitMo!a1 ~ trelnta hore:l. · Hay firmas: 001'1. 

flimeLa Pl!l"elra Felr!f~<!l . Don Lu:. Ed~,*, HermoeWa 01101'0, 00:'1 Roberto 

Garrll:1Ól1 w..tino .. Ocn rAlgualluiJ AmI.llUttgul IAondl:et>erg, COIla Ju'la Leren. 

Fries Mor.hloo. Don Clllodio Enrique G;,rdn Ultllll~, Don EnI1c¡I.iIl N ...... l 

Ar;or.dll, Don Sergio Crie.tian Fuenui4a S;~n. 00II8 Maria lulu Se~rvedo' 
• 

EdWllrtl., Don Manuel AnIOl'l!o Núr.ez Poblete, ~?n Ellienlo Olal. COtva!'n. En 

ClOm~onl0 '1 previa lec:turl,II"'"1n los ccmp .. redOnlos al presente Ins!rumenl".· 

01 copla .> 00'0' 10._ 
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R. ALFREDO MARTIN lLLANE$ 
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!otOo~"' •. _<COo 
1.0....,. . 0.00 

NOTARIA 15 DE SANTIAGO , 

REPERTORIO N" 38t6 _ 2016.-

'o' 

REoucelON ESCRITURA PUBLICA , 
ACTA co~seJO 

" 
INSTITUTO NACIONAL DE DERÉCHOS HUMANOS 

EN SANTIAGO, REPUBlICA DE CHilE, a se l. dc Septiembre elel 

ano dos mil dieciséis, enle mI. R. ALFREDO MARTIN ILLANES, 

abogado, /IIolor lo Publico Ti'uler : d~ la DéCimo Quinla Nolarla de 

onll'90, ¿on oficio en eolio Santa Magdelen. nlimero noventa y 

• comuna d.~ !;',ovldencie, comparoce: don JUAN PABLO 

deelaro .er chltOllo, abogado, 

ollero, c~"dula naclonll de IdcnUdad nomlllO trece mlllollc. 

teclenlol cincuenta y cinco mil .eteclentos uno guión cero. 

mltin.do en AvenIda Ellodolo Yonaz nClmero ochocientos Irolnta 

y dos, comun1.:-¡-cle Providencia, Reglón Melfopolltana, el 

-"",-ICCI ~ U\ msam f()fO::OI'II. SE .";l~' '~~~ •• ~''''~S~''''~'';' ~~1~:~~"" CusmtACOI!fOUIEco.~3.1) eclan\ .. ,"!\~dt\..: . edad. e Ita su identidad 
E Xl: iS.'IOO A l/I VlSTfI1" DIMIElTO AL • - :::., •• óC!. . 
tRE~:'I')l). I , .. _ 

~~!5 ~~~l! \?~m , .. 

~-- _ . 



l ' " 

P8flional con la cédula mencionada y ell'pone: Que debldamenle 

facultado. viene en reducir a esctilura pObHca la :sIguiente aeta, 

declarando que ésta sa encuenlra flrmllda por las parsonas qua en 

sa IndIcan y que el del tenor sIguiente: ~CONSEJO DEL 

NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. SESION 

quInce, Fechal'~cero uno de agolto de dos mil 

A.jst,n1u. Don Miguel luls Amun'teguI Monekeberg. 

José Ayl ..... ln Oyarz(m. Dona Carolina Carrara Ferrer. Dona , 
Contraras largo. Don SObasli'!! Don080 Rodrlguaz. 

Debbio Guarra Maldonado. Don Branlaral/ Marel/c Rokov. 

Sergio Mlcco Agueyo. Dona MargltJta Romero Méndez. Don 
o· 

Saffirlo Stuire:¡:. TABLA. Uno. Aprobacl6n de l etl 

trlca. 001. EI.cclón d. dlrector/. del InstItuto 

"1""''''''" tr.lelantol trace. Se Ipruaba el aCla trasel,ntos 

Inform. AnuII dOI mil ~lleis611. CUltro. V.rloa. Uno. 

Elección de directorIa del Inatltulo Nlclona' de 

, [)",.".,. Hum.no~. COn la totalidad ~it ¡as/laa ConseJerotlas 

,,,¡ .. ,", .. se proceda a elegIr ~I Dlreclor/a del Instituto Nacional 

.¡ de j.'OÓ"."" Humanos, qu¡ .. a GU ve:¡: lo aeré dal Conaajo, de 

"~f';'~'!d'" a lo .. tabla"eldo en el a rlleulo '"Sexto de la ley velnla 

;~il l ""i".~",.""" el~co, artIculo décimo séptimo da los Esterulos 

del !NDH y artlculos 86ptimo '1 sIguientes ~el Reglamento de 

Consejo. El direelor (1) JOSé Ayl""'!n solicIta 

I 
XOTA~IC 

- ---t .. --- - -



' . 
NOTARIA 

R, ALfREDO MARnN lllAHES 
,~ _ .. """"vo -...--..... _

sa_vo'CMr 

eleccIón del nu.vola directorIa p.r. el periodo dog mil di.,I~~I. 

dOIi mil diecinueve. Se feallzan la, respectivas 

que aer'n Incorporadas como anexo a la presente acla y a. 

Plocede .. vot." la '<folación se expresa. viva I/OZ de la algulente 

menet.: Don Miguel lul. Amun!tegul Monckoberg vota por el 

eonUjero BranlalaVMereHc; Don Joall Aylw]n Oyatzún vota por l' 
con.eJero Branla'a ... MarelLc; Dona C.rollna Carrera Far,,, VOla 

por si mllma::-. Dona Consuelo Contretas L"go vota pOl i, 

conaeJet. C.rollna Cerrera; Don Sebasll'n oonolo Rodrtguez por , . 
el conUljero Branl ...... Maralie; oofta Oebbhil Guerra Maldon.do 

, 
vota por la I:OnaoJllf' C"ollna Carrer!!: Don Bronl.ra ... MareUe 

Rotoy vota 
~. 

¡M)f .1 mismo: Don Sergio Mlcc;o Aguayo por el 

conseJoro Branlale ... Marelic; Dons Margarita Romaro Ménde:r: "'ota 

por la co nsejera CaroUna Carrera: Oon Eduardo Samrlo Sul!Ue:r: 

e l consele¡~ Branlsr,.., Maretic. Realizada el recuento da ..,olos 

. esta misma sesUm, sa elige como director e Branislav M"eJic 

Roko..,. Trn. l.ullu rnnzacl6n Entrega Informe Anua l dos mil 

dleclat.a:: Et director (s) hace :eriJrella de un documento donda 

constan .o's posibles !ugare. doMe la puedo realizar la entrega 
.. , 

del Informe Anual .• dos mil dleclsél •• obra la sUuacl6n d. loa 
I . 

1, derechOS ,humanos en Chile. Sr produce una deliberación para 
~ . . 

; ,.uego decidir que e l lugar en que .e teallora 01 e..,enlo sera e n el 

Cenlro CuItU,.1 Matucana cien. Cualro. Varloa. a. L.y do Lobby • 

• 1;(101. c;on.8J8101. ha particIpado on 

la ley de 



'. 

parUclpado en ninguna reunión que deba ser InloUl'lado de 

acuerdo .. la ley antes citada. b. Concu,..o Arte y Derechol 

Hum¡nol. El dIrector (a) Informa .obra la apertura del Concurso 

"Arta y Derechos Humanos' qua relllzl eL INOH y hace entrega de 

l. documentll;j{m respectiva. c . Patrocinio •. El dIrector (6) hace 

e ntrega de los patrocinlol1correspondlenla. a l mea de Julio da' 

I resenla lino. d. "olvo, .. ,lo INDH. El consejo acuerda nllliul 

la (:llebraclón de l anlve~'8rJo del INOH el di . do.;8 da ago.lo de I . . 
dos mil dlacls6ls en la . ede del INOH, en II llocloo 11 101 ¡¡OSIOS I . . 
.,oclados 11 lIS ollls 1 1111,",11'111 preallnladas. l. Cronograma 

\nrorma Anual dOI mil dllel .. 1 •. El director ( '~~.C:II entre". dol 

~ocum.nto 'Olrectrlces par. II revlsl6n V aprobación del In'orme 

t nual dos mil dieCISéiS": que contiene las fechas de entrege de los 

F:::,':,,':::·:~::;·:·,·::::;, :::::':::::~,:~.:'::::~.::: 
, I~ lolicltud hecha por ,el H. Dlputlldo Sr. ~alb(¡n V H. Diputado 

Sr. ' W.rd anle le Conlralor lD General de la Republlca . (l. 

I I . : _ 
. 8ENAME. el con.eJo acuerda Incluir 8n t, tabla de la pródma 

I : . 
tolllón une presentaci6n por parta de 'a c:onaeJere COnluolo 
I .. • . 

Conlrerall r • • poeto o lal lituaclonos d. nlIlOIl. nlllas y 
1, I 

. adolea¡::en tes en el contelfto de lo que ni' IUcadlendo con al 

.' r ', . . . 
: ' Servlc'lo 'Nac:ional de UenorOll (SENAUE). b. PRAIS l a conseJera 

l ' . 
Matgarlla Romero Inlorma quo h. ,Ido Invit.da a una actividad 

:' p)¡Ogramada. para ~onmemorar al Ola dollla elocutado/a Polltlco/a . 

_-.-~Me'1Ii4fIAa.A c¡paclón de organluc:ionel PRAIS (Proglllma 

!CEml'rc:lQUeL\HtflK:nE ~ 
ElICUlIrnt.' CO/'If()l{Mi; eotI a. DOCWEInO 
~OUf ¡~ l~II00I ... ~pare~(II,I; elón .'.~t~,f! .... e. n Salud y Oerechos Human 
",,",em. ~ "" _ 

I 
--Z*G \:~ -~1ª ,:":~~.! ~>,It!O", ~.,-\ .--'.' lM~p 

L--_ - . =::::-I./-< I R.. N . .f.i;i';l'~~yl:1NTf!(1I!-JAI~ES 
, • . ,... .~{.'~ ... ') p = ~HJ~'hGO L \\U"~' ~"" I "'_ ..... JI ... - - I 
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NOTAlUA j 
Jl. AlfREDO HARTlN ILUNES , .. - .. "'"
-~ ...... -.\.orOiooo . ...... 

de l Servicio de SlIhrd hlcahuano, e fin .. d.' ro •• de 

"".enta ano en IU caUdad cla canse/ell. S. 

parlleipaelon de la (oferlda consejera. l. ProcGlO da dl',o;o La 

consejera Carolina Carrera prOpone In\lltar a LuIs M, I,a al Conlejo 

dellNOH par. contor COn informacl6n lobre el prOteJO de pu en 

Colombia. El CoñlleJo aprueba le propueara. H"um,o d! 

·sutrda. 8dool.do •.• Se aprueba el aCIII IrOll;:I00l01 "aca .• Se 

ollge at conse~rD afanJara ... Mararle Roko~ como dlfBerOl der 

InatUulo N.elonal de Derecho. Humanoa, qua a I U VIU: r.~ lor' del ' , 

Cons.Jo. da coMormldad a lo B¡labracldo en el afHc:ulo SUlo de r. 

Ley voln'e mil cual/oerentos cinco, 11111:1:110 d6cJmo séptimo do 101 

" der INOH y '"Ieulos "primo r IllIulonlol de l 

do .Funcionamiento del Consejo . • Se ecuordl re ell¡:ar 

. ceremonia do enllella de l Informe AnuII do. mil dlecln". 

l. ' lIuación de lo • . derecho. humanos en Chile e n el Cenlro 

Malucana cien. - Se acuerde reaUnr e' anlverurlo del , 
en la .ede principal ub icada en AVenida EUOdoro V'nez 

b"h""',"',,",. treinta y dos . - Se a~uójde Incluir un. prelOnteclón de 

la consejera Consuelo. Contreres plr. lo eeslón prÓXima labIO la 

. Jtuilclón de nlno.~ ~ninls V adolescentes en Chile, • S e ecuerde 
' I -

Invlla/ a I:ul. Malra a una le.fólr del Con,ejo, . Se a Cuerda la 

, , par1¡Clpacl~n de la consejera Margllrllll Romero en uno II ctlvldad 

de COnmemoración del 0111 Nocional del EJecutado/a POUtlCo/a de 

la Mesa de Participación de organizaciones PRAIS (Programl de 

Atonci6n Integral on Salud y OerechOI Humanos) 

Salud Taleehuano. HeY~d~"~':~~E~~~:~ 
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" 

• 

1'"'''' la presente 0\:11 la abogado PIula Salvo De' Canto. En 

, ,',m
l
''''',,, W' Previa lectura, firma ./ cOmparlclente y .r Notarlo 

8Ulorb:l. S. da COpIa. Doy Fe._ 

" 

/ 



(Comprobante de Recepción de Denuncia) 

Con F¡Cha 18/04/2017 • la Fiscalía Local LA FLORIDA. de 

la REi lON METROPOLITANA ORIENTE ha recapclonado la denuncia interpuesta por 

MAGALY ALEJANDRA GALAZ MALDONADO, a través del parte N° : O de la 

Fiscalfa Local 



PARTE DENUNCIA 
, 

ANTECEDENTES DE LA ~ENUNCIA , 
REGIÓN METROPOLITANA DE REGION: , 

INsrrruCION POUCIAL MISMA VISCALIA 

:~~ ~::CIA 18/~n017 
UNIDAD POLICIAL 1 
PREFECTURA 
r-uNCIO.'lARIO CONFECCfON EI~ PARTE 
NÚMERO OOC.IOEI'IT. FUNCrbNARIOCONFECCION OELPARTE 
FUNCIONARIO A CARGO PRoCsolMIENTO 

NOMBRE FlSCAUA: 

N" DE L PARTE 

UORA PARTE 
HORA DENUNCIA 

COMISARIA 

NÚMERO DOC. rDENT. FUNCI9 NARIO QUE EFECTúA EL PROCEDIMIENTO 

ANTECEDENTES DEL DE~ITO 

LA FWRlDA 
O 

12;59 

RESERVADO SI: \ NO: X 
eoolCO DEUTO 499 OTROS DELITOS EMPLEADOS PÚBLICOS EN DESE!\fP.ERO DE SUS CARGOS 

FECHA 26/1012016 \ HORA 17:00 

MEDIOS PARA COMtslON DEL Dwro 

i , 

LUGAR DE OCURRENCIA O GANIZAClON PUBLICA VIO SOCIA smo DEL SUCESO CENTROS DE ASISTENCIA 
TIPO DE ARMA r 
UBICACION 
CLASECAUE CALU CAlLE FROILAN ROA 
CUADRA1'I'TE 161 CUADRANTE 162 

NUMERO 1íS41 I DE"'" 
TIPO CONJ. IIAorrAC10NAL 

REGION REGiÓN METROPO¡LITANA DE SANTIAGO 

V..5PECJES ASOCIADAS A L~ DENUNCIA 

1 CATEGQR/A 
NUMERO SERIE 

BLOCK 
NOMBRECONJ. HABrrACIONAL 

PROVINCIA SANTIAGO 

DESCRIPCION 
AVALUO(S) 

COMUNA LAJlLORlDA 



, 
tDENTrFlCACION DENUI'iCIANTE 

I 
TIPO DOC. IOENTlFlCACION CEDULA DE IDIWJ'IDAD 

"P. PATERNO GALAZ I AP, MATERNO MALDONADO 
FECHA NACIMlliNTO 01/0611981 SEXO FEMENINO , 
ESCOLARIDAD UNlVERSITAIUA COMPLETA PROFESIÓN I OFICIO TECNICO 
CARACTER DE LA LESION 

DESCRIPClON DE LA lESlON 

FECHA crr ACiÓN 

DOMICILIO DENUNCIA"'TE 
CALLE LOS CHERCANES \ 

NOMBRECQNJUNTO HAOITACfIONAL 
REGION REGIÓN METROPOLITANA DE 

TELEFONOS 
CORREO ELEcrnÓNICD 

HORA CITACIÓN 

NUMERO 311\11 DEPTO 

PROVINCIA CORDILLERA 

NUMERO OOC.IDENT. 154576614 

NOMBRES MAGALY ALEJANDRA. 
NACIONAUOAD CHlLE 

BLOCK 

COMUNA PUENTE ALTO 

FIRMA DENUNCIANTE 

TIPO OOC. IDENrIFlCAC10N CEDULA DR IDENTIDAD 
AP. PATERNO VBRGARA \ AP, MATERNO D1AZ 

FECHA NACIMIE.VfO 1000Sl19~1 SEXO FEMENINO 

ESCOLARIDAD MlmIAlSE UNDARIA PROFESIÓN I OFICIO EMPLEADO 
CARACTER DE LA lESlON 

DESCRIPCION DE LA LES10N 

fl:CHA CITACiÓN 

DOMICILIO DENUNCIANTE 
CALLE FUTALEFU 
NOMBRE CONJUNTO HABITAClpNAL. 
REGlON REGiÓN METROPOLITANA DE 
TELEroNOS 
CORROO ELECTRÓNICO 

HORA CITACiÓN 

NUMERO 9116 OEPTO 

PROVINCIA SANTIAGO 

NUMERO DOC. [DENT. 9611261·0 

NOMBRFS ROSA DEL CARMEN 
NACIONAUDAD CUlLE 

BLOCK 

COMUNA SAN RAMON 

¡"IRl\fA DENUNCIANTE 

TIPO DOC, IDENTIFICACION CIIDULA DE IDENTIDAD 

Ar. PATJ;RNO HURTADO 1 AP, MATERNO ACU~A 
FECHA NACIM IENTU IB/IU1986 SEXO MASCULINO 
ESCOlARIDAD NO DEFINID PROFESJÓN ¡ OFICiO 
CARACfER DE U\ LESION 
DESCRIPCION DE U\ LESION 

NUMERO OOC.IDENT, J6361186,4 
NOMBRES NICOLÁS ALEJANDRO 
NACIONALIDAD NO DEFINIDO 

FECHA CITACIÓN HORA CITACiÓN 
QOMICIUO DENUNCIANTE 
CAUE WALKBR MARTJNEZ 
NOMBRE CONJUNTO HABITACIO AL. 

ROOION REGiÓN METROPOUrANA DE 
TELEFONOS 
CORREO ELEcrRÓNICO 

NUMERO 980 

PROVINCIA SANTIAGO 

--------------~--------------

DEPTO 4S BLOCK 

COMUNA LA FLORIDA 

FIRMA DENUNCIANTE 



, 
IDENTIFICACION IMPUTADO (denunciado I sospechoso y demás afectados Dor la investigación) 

TIPO DOC. IDfNJ1ACACfON CEDULA DE IDSNTIDAD 
AP, PATERNO BARRIA 

AUAS I NOMBRE SUPUESTO 

fECHA NACIMIENTO 0811111974 

AP. MATERNO SILVA 

SEXO MASa.n...tNO 

NUMERO OOC:. IDENT. 12801839·] 

NOMBRES SAMUEL ALFREDO 

NACIONALIDAD CHILE , 
ESCOLARIDAD NO DEFINIDO 

FECHA crrAClÓN 1 
PROFESiÓN I OFICIO OFICIOS 

HORA CrrAOÓN 

RECiISTRA Ol1I.OS Am"ECEOENTES: SI 

DOMICILIO I 
CALLE INDBPENDRNCIAj 
NOMBRECOmuNTO HABrrACIQNAL , 
REGION REGIÓN METROlFLITANA 

IDENTIFlCACION V1CTu1A 

NO 

NUMERO 1278 

PROVINCIA CORDILLERA 

AP, PATERNO SARRIA AP. MATERNO SILVA 

DEPTO BLOCK 

COMUNA PURNTE ALTO 

TIPO DOC. IDENTlFlCACION J CEDULA DE IDI!NTIDAD 

FECHA NACIMIENTO 08111 ~974 SEXO MASCULINO 
ESCOLARIDAD NO DEFINIDO PROFESiÓN' OFICIO OFICIOS 

NUMERO DOC. IDENT. U8088J5I·1 

NOMBRES SAMUEL ALFREDO 

NACIONALIDAD CfiLE 

CARACTER DE LA LESION 
DESCRlPeION DE LA LESION 

FOCHA CITACIÓN 

DOMICILIO 
CAUE lNDEl'nNDENCIA 

NOMBRE CONJUNTO HABrrACIONAL 

~:~:NOS REGlÓN METRd¡I'OLlTANA 

CORREO ELECTRÓNICO 

I 
TI!STIGOS I 

PROVINCtA 

HORA CITACIÓN 

NUMERO 1278 DEPTO BLOCK 

CORDILLERA COMUNA PUENTE ALTO 

TIPO DOC. IDEN11FICACION NUMBRO DOC. IDENT. 
AP. PATERNO 
FECHA NACIMIENTO 
USCOLARIOAD 
FECHA CITACIÓN 

DOMICILIO 
CAL!.E 
NOMBRE CONJUNTO HABrrACIONA!. 
REGtON 

TE!.EFONOS 
CORREO ELECTRÓNfCO 

DATOS PERITO 

TIPO DOC. IDEt-moAD 
AP.PATERNO 

PROJ'ESIONIOFICIO 
IN~rruCl0N A LA QUe: PERTENECG 
ESPOCIAI.IDAD I 

DOCUMENTOS ADJUNTOS ¡ 

AP. MATERNO 
SEXO 

PROFESiÓN I ORCIO 
HORA CITACIÓN 

NUMERO 

PROVINCIA 

AP. MATERNO 

TIPO DOCUMENTO NUMERO DOCUMENTO 

NOMBRES 
NACIONAI.IDAD 

DEpro 

COMUNA 

W DOC. IDENTIDAD 
NOMBRES 

NACIONAUDAD 

FECHA DOCUMENTO 

.. ~ .. 

BLOCK 



, 
RELACION DE LOS HECHOS 

VENGO A PRESENTAR D' NUNCIA. EN CONTRA DEL SUD DIRECTOR MEDICO DEL HOSPITAL 

::,~;:~:::~.::t::: ::::::::rR:S~:':::~~: :::=:::ON 

::::'::e:::::f':::::::::::~p::::~~:::"L 
IIABlLn' .. CAMAS EN EI,t osrlTAl.,DAN Dll ALTA A PEnSONASQUO 
COINCIDKNTBMENTE ESTt N EN SI11JACION DE CALLE, DEJANDOLAS EN LA VIA 

l'mUCA SIN NlNGUNTJPO\DE ATENCION O AYUDA. 

ESPECIFICAMRNTE, DONSr MUF.L BARRIA SILVA, EN LA FECHA INDICADA, 16 DE 

OCTUBRE DE 2016, FUE DADO DE ALTA DESDE EL HOSPl'fAL, CO:",.RA SU VOLUNTAD 

I 
FUE LLEVADO llM'TA LA COMUNA DE MAIPU LUGAR EN EL CUAL EL NO RESIDE, 

1lF'.JADO EN LA CALLE, EN L NOCHE, eN SILLA DE RUEDAS Y SIN A1'ENCIOON 

MEDIDA. 

El. PROPIO SUBDIRECTOR 10 LLEVO EN UN V!HICULO PARTICULAR, y DEJADO EN LA 

CALLE, NO CUMPLIENDO N1RESl'ETANDO LOS PROTOCOWS MEDlCOS y DI! EGRESO DE 

l'AClfiNTJ1,S. 

F.5TA SITUACION HA SIDO REPETIDA AL FARReER POR VARIAS PERSONAS, SEGUN 

CONSTA EN DOCUMENTO Q¿ E ACOMPAÑAMOS FIRMADO POR LA DI1'UfADA CAMn.A 

VALLEJO. 

DON SAMUEL REGRESO AL l iOSPITAL EL DIA 31 DE ENEno, EN HORAS DE LA TARDE, 

EL CUAL "crUALMENTE ijSr HOSrITALlZADO. 

CREEMOS QUE ESTA ACfUAmON ES TAMB IEN PAnA MEJORAR INDlCES ESTADlSTlCOS 

DE oeUPAelDN DO CAMAS Ei EL HOSPITAL.OSTAS PERSONAS eOMrLleAN LAS 
ES1:;'D1Sl1CAS, METAS E INDiCES DE GESTION. 

ASISTENTES SOClLAES DEL HOSPITAL INIIOIU't1ARON QUE LOS PACIENTES NO TENIAN 

LUGAR ESl'ECIF1CO EN EL J AL PODJAN QUEDAR LOS PACIENTES. 
I 

DENUNCIANTE FISCAL ADJUNTO 



Caso Samuel Barria Silva. Hospital de La Florida 

1. Antecedentes 

El dia 21 de l bri12017, el IN OH recibió una denuncia sobre la situación que afecta 
a Samuel Ba~ría Silva, cédula de identidad N° 12.808.839-3, paciente del Hospital 
de La Floridk, actualmente hospitalizado en la cama 3, sala 453 de la Unidad , 
Médico Quirúrgico del referido centro de salud. En dicha oportunidad, además de 
aportar los aÓtecedentes del caso, se solicitó la intervención deIINDH. 

El Sr. Barría es un paciente con osteomielitis e infección urinaria, su extremidad 
inferior izquijrda fue amputada, no tiene redes de contacto ni hogar, y recibe una 
pensión por r capacidad. 

El 26 de octubre de 2016, el Sr. Barria habria sido dado de alto en forma irregular 
por la direccibn del Hospital de La Florida, en concreto, la directora, Sra. Midori, y 
el sub directÓr médico, Dr. Jorge Ramírez. El alta del Sr. Barría correspondería al 
cumplimientd de una instrucción de la directora del hospital de dejar camas libres, 
por la vía dJ sacar a todos los pacientes catalogados como caso social, y así 
cumplir con I~ liberación y el protocolo de índice ocupacional de camas. 

Luego del La, el paciente fue sacado del hospital por el Or. Ramirez, 
trasladándold en un vehículo particular (no del servicio) hasta la comuna de Maipú 
(comuna en que el Sr. Barría no tiene redes ni hogar). En esta comuna es 
abandonado con su silla de ruedas (el Sr. Barría no es autovalente para 
desplazarse, debido a que su pierna izquierda fue amputada y es usuario de 
catéter urina~io a permanencia). 
Cabe tener presente que aun cuando el Sr. Barría le señaló al Dr. Ramírez que no 
conocía nadie ni a donde llegar en Maipú , el médico hizo caso omiso de esta 
información ~ se retiró dellugar. 

Al dia SigUie~te, don Samuel logró regresar a la comuna de La Florida, donde se 
hospedó en una residencial, pudiendo reingresar al hospital recién el 31 de enero 
de 2017, coh una infección en la otra pierna bajo riesgo de sufrir una nueva 

I 
amputación. De acuerdo a lo informado, el Sr. Barría no tendría un diagnóstico de 
ingreso, pueÁ no estaría recibiendo tratamiento, a pesar de padecer osteomielitis e 
infección urirlaria, de modo que el paciente tiene muchas dudas sobre el proceder 
del hOsPital,1 considerando sobre todo la situación descrita en los párrafos 
anteriores. Su actual médico tratante es el Dr. Saavedra. 



Recibida la enuncia, se analizaron los antecedentes y se tomó la determinación 
de concurrir lal hospital, entrevistar al paciente, y una vez recopilados todos los 
antecedentes, evaluar las acciones a seguir. 

2. Acciones realizadas 

El dia juevJ 11 de mayo 2017, un equipo del Instituto Nacional de Derechos 
Humanos, cdnformado por la Abogada Laura Matus Ortega, de la Unidad Juridico 
Judicial, y la Ipsicóloga Marcela Cerda González, de la Unidad de Colaboración y 
Atención a la Ciudadanía, acude a realizar entrevista al denunciante Sr. Samuel 
Barria Silva. 

El requirente se encuentra hospitalizado en sala común, compartiendo la 
habitación c6n dos usuarios. Se evidencia vigil , responde a las preguntas sin 
dificultad, sinlembargO, manifestó en reiteradas oportunidades sentir dolor. 
En la entrevif ta confirmó que el dia 26 de octubre 2016, fue dado de alta "por la 
Dirección", siendo trasladado en un vehiculo particular, por el Subdirector Médico 
del HospitallDr. Ramírez, a un sitio eriazo (identificó unos edificios tipo block frente 
al lugar), en l la Comuna de Maipú. El Dr. Ramirez habria realizado el pago del 
vehículo, el 9ue se retiró del lugar. 
Posteriorme~te , a las 19.00 hrs. , aproximadamente, en un vehículo institucional, 
habría lIega90 la funcionaria Paola Coñan (Jefa de Participación Social), a buscar 
al Dr. Ramírez, dejándole al Sr. Barría Silva, dos panes y un jugo, indicándole que , 
"estaria bien]' refiere que se habria quedado solo en el lugar llorando. 

La noche del día jueves 11 de mayo 2017, el denunciante pernoctó en la vía 
pública, lugar en el que habria sido victima de robo, por parte de dos individuos, 
que le habrían extraído su teléfono celular y medicamentos. Refiere que le dio 
temor pedir ayuda a otras personas, porque eran todas desconocidas. Al día 
siguiente, en trasporte público se trasladó, al paradero N' 8 de Vicuña Mackenna, 
lugar en el que arrendó una pieza (pagándola con su pensión), residiendo 
aproximada~ente 3 meses, período de tiempo en que su condición de salud, 
empeoró significativamente. 
Indicó que nb ha recibido ninguna explicación por parte del equipo tratante, ni de 
parte de laJ autoridades del Hospital, sobre los motivos de dicho traslado y 
abandono e I ese sitio eriazo. 



Agrega que en reiteradas oportunidades presentó reclamos en la OIRS del 
Hospital, y que la funcionaria Paola Coñan, destruía los formularios frente a él, no 
recibió respu~sta por escrito de ninguno de estos requerimientos. Señala que, en 
septiembre 2016, habria acudido a I tercer piso del Hospital, al sector de 
Dirección, S9liCitando hablar con la directora del Hospital, momento en que el 
Subdirector Médico, Dr. Ramírez, lo habría tomado por el cuello, empujándole 
hacia atrás ~asta casi botarlo de la silla de ruedas e insultándole en reiteradas 

oportunidad e]. 

En la ficha clínica se evidenciaría que las últimas atenciones realizadas previas al 
alta, las habfla realizado el Dr. Ramírez, quien no realiza actividades asistenciales, 
sino exclusivamente de gestión administrativa, como Subdirector Médico del 
HospitaP. Re~isada la ficha clínica no se encontró registro de la evolución de ese 
día. 

3. Estado de salud del paciente 

I 
El sr. Barria Silva, se encontraria recibiendo tratamiento farmacológico via catéter 
venoso central hace aproximadamente 1 semana, previamente se habría 
encontrado ~xclusivamente con tratamiento para infección urinaria, sin que se le 
administrara tratamiento farmacológico para /a osteomielitis. 
Sobre su sitJación actual comentó que ha evidenciado un cambio significativo en 
el trato de Ids funcionarios, quienes desde que realizó /a denuncia, lo ignorarían 
y/o lo maltrat~rían, incluyendo modificaciones en los horarios de administración de 
los fármacos lpara alivio de dolor. 
Indicó que el¡ día viernes 12105/17 se realizaría junta médica, para resolver sobre 
su situación. Carece de información sobre su diagnóstico, pronostico ni 
tratamientos.1 Señaló en reiteradas oportunidades sentir temor, respecto a pOSibles 
represarías contra su persona. Indica, asimismo, que ha evidenciado alteraciones 
y/o modificadiones en la administración de su tratamiento farmacológico. 

Señala comd ejemplos de los malos tratos, la siguiente situación: hace tres turnos 
atras, llamó ~ I personal de asistencial durante 45 minutos (01.15 am-02.00 am), 
sin recibir atJnción, debiendo vaciar la bolsa urinaria por sí mismo en un vaso que 
utiliza para c6nsumir agua, no habría recibido atención en toda la noche. 

, Esta informadión se obtuvo con posterioridad a la entrevista, mediante la revisión de la ficha 
clínica, para lo t ual se pidió autorización al paciente, quien consintió. 



Apunta a la enfermera Alicia Zamora, quien lo hostigaría verbalmente, refiriendo 
que seria "pr6tegido por los gremios", hostigandole e insultandolo. 
El dia de hO~, jueves 11/05/2017, habria recibido visita de su médico tratante, el 
doctor SaavJdra, por 1 minuto, no le habría entregado información sobre su 
estado actua~, refiere que en el último mes no habría recibido visita del médico 
tratante. En Lna ocasión le habria agredido verbalmente desde la puerta de la 
habitación, lo~ otros usuarios hospitalizados en la misma sala, le habrían ofrecido 
declarar comb testigos de dicha situación. Estos mismos usuarios, refirieron que 
fueron interro~ados por funcionarios del Hospital, solicitando información sobre las , 
visitas recibidas por Sr. Barría Silva. 

El denuncianle no cuenta con redes sociales ni familiares , su representación legal 
fue entregad~ a la Sra. Rosa Vergara, quien es Presidenta Nacional de las 
Asociaciones de Usuarios. 

4. Reco endaciones 

Se estima q~e corresponde por parte del INDH la presentación de acciones 
judiciales, tr~tándose de los hechos recientes, una acción de protección , 
constitucional, y tratándose de los hechos acaecidos en octubre del año 2016, una 
querella por tortura (ley antigua). 

a) Acción! de protección constitucional: Por infracción a la integridad física y 
psíquica, e igualdad ante la ley. A pesar que no está entre los derechos 

I 
protegidos por el artículo 20 de la constitución se sugiere desarrollar en 
esta acción el derecho a la salud. En cuanto a las peticiones concretas, se 
sugieré solicitar una investigación administrativa y la adopción de medidas 

I 
a efedos de evitar posibles nuevas vulneraciones a los derechos de don 
SamuJI. Se sugiere asimismo solicitar que se instruya a losllas 
fUnC¡O~ar¡OS/aS del hospital sobre los protocolos de buen trato a los 
pacientes y sobre el deber de enmarcar su labor en el respeto a la dignidad 
humarla. 
La iledalidad se fundamenta en la infracción al decreto 38, que aprueba 
regla~ento sobre derechos y deberes de las personas en relación a las 
actividades vinculadas con su atención de salud. Reglamento de la Ley 
20.584

1

1

.- En especial parrafo 20 (sobre derecho a recibir un trato digno) y 4 0 

(sobre derecho a la información). Ello por cuanto en esta segunda 
hospitalización, tal como se explicó en párrafos anteriores, no ha sido 



tratado de buena forma por el personal del hospital, ni informado de , 
diagnóstico y tratamiento. 
Asimiámo, se sugiere agregar estándares comité DESe. 

b) Querella por tortura: Se estima que los hechos cometidos por el doctor 
Ramí~ez son constitutivos de tortura o a lo menos tratos crueles, inhumanos 
o degtactantes. Por la fecha en que ocurrieron los hechos debe aplicarse el 
antigu6 artículo 150-A, que tipificaba las torturas o tormentos y los apremios 
ilegítir OS: UEI empleado público que aplicare a una persona privada de 
liberta¡Ct tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales, u ordenare u 
consi~tiere en su aplicación, será castigado con las penas de presidio o 
reclusión menor en sus grados medio a máximo y la accesoria 
correspondiente" . 
En lo~ hechos concretos imputables al médico, se dan los presupuestos 
doctri?ariOS del delito: 
Elemento material: Al abandonar al señor Barria en un sitio eriazo, le infligió 
intencionadamente dolores o sufrimientos, tanto físicos como psicológicos. 
Fue d~do de alta y sacado en vehículo siendo dejado silla de ruedas y con 
lo pudsto pese a tener una pierna amputada en la Comuna de Maipú donde 
no te~ ía redes ni contactos, por ser o tratarse de un "caso social"- la que le 
prodUjO sufrimientos fisicos (la relación de causalidad , es decir que 
produtto de la conducta anterior la víctima llegó luego de vuelta por sus 
propids medios al Hospital con una infección en su otra pierna con riesgo 
de af putaciÓn) a la víctima, que se encontraba "de facto" privada de 
libert~d en el Hospital (hay antecedente, estándares internacionales de 
DDH~ que sostienen que una persona para estos efectos se encuentra 
privada de libertad en hospitales, centros de menores, etc., nutridos 
antec~dentes en caso LlSSETIE SENAME), persona además vulnerable, 
disca¿acitado. 

InteJ onalidad: Su actuar fue deliberado por cuanto la víctima le informó no 
tener jedes en la comuna donde había sido levado. 

En cuanto a la finalidad , estimo que se podria configurar que esto fue 
intimidatorio, para atemorizarlo, y que no volviera a pedir prestaciones de 
salud len el hospital de La Florida. Inclusive pOdría configurarse la punitiva, 
por cLanto una simple alta habría bastado, pero además del mentado 
proce6imiento administrativo, el médico trasladó al paciente a una comuna 
lejanJ. Lo que podría enmarcarse en un castigo 



El sujeto activo es un funcionario público, el doctor Ramírez, Subdirector 
Medicd del Hospital. 

Resulta pertirente hacer una breve referencia al bien juridico protegido por el 
derecho penal cuando proscribe la tortura, ello por cuanto estamos ante una 
víctima cuyo estado de indefensión es indudable en atención a que dichos 
tormentos se aplicaron en un hospital, desde donde se sacó al paciente contra su 
voluntad. El ~rincipio de ejecución del delito se dio entonces en el hospital. 

En tal sentiJ resulta pertinente traer a colación lo señalado por Cecilia Medina 
Quiroga al éxplicar que se entiende por la expresión "privado de libertad", 
terminología htilizada tanto por la Convención Americana de Derechos Humanos, 
como por nu~stro Código Penal: "La Corte Interamericana ha ligado también el 
derecho a la {ntegridad personal con otro derecho de la Convención, el del artículo 
7, puesto que el arllculo 5, en sus incisos 2 y 4, incluye como posibles formas de 
afectación dd la integridad personal las que se produzcan durante la privación de 
libertad e intr duce el derecho de toda persona privada de libertad a ser tratada 
"con el respefo debido a la dignidad inherente al ser humano". Hay que notar que 
la Convenc{ón usa la expresión "privado de libertad" y no la palabra 
detención. Esto implica que cualquiera que sea la forma que tome la 
privación dJ libertad, sea una detención (en el sentido que se le da en el 
derecho pr6cesal penal de muchos de los paises del continente), una 
internación bn un hospital psiquiátrico u otra de cualquier otro tipo, la regla 
del inciso 2 ~el articulo 5 de la Convención es siempre aplicable1t2

• 

El artículo 5° de la Convención Americana de Derechos Humanos establece en la 
regla 2°: "Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos d degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el 
respelo debibo a la dignidad inherente al ser humano". 
En igual se~tido opina Daniel O' Donnetl: "El concepto de privación de libertad 
flsica incluye la reclusión en instituciones cerradas de toda fndole, sea cárcel o 
prisión, sea hampa de detención, hospital u otra. En su Observación General N° 
8, el comité l de Derechos Human~s m.~nifiest~ al respecto que este concepto ~e 
extiende a todas las formas de pnvaclon de IIberlad, ya sea como consecuencia 
de un delito F de otras razones, como por ejemplo las enfermedades mentales, la 

2 Capitulo 111 berecho a la Integridad personal. del libro -la Convención Americana: teoria y 
jUrisprudencia-¡ autora: Cecilia Medina Quiroga. Revisado con fecha 31 de enero de 2014 en 
hU :1Iw.vw.cdh.uchile.cl/medial ublicacionesl df/9. df 



vagancia, la toxicomanfa, las finalidades docentes, el control de la inmigración, 

~:'segUridad bersonal entendida como el bien juridico vulnerado por la tortura ha 
sido reconocida en sentencia del Tribunal de Juicio Oral en Lo Penal de Puerto 
Montt: "consrderando noveno: Aunque no existe unanimidad doctrinaria al 
respecto estimamos que no incurrimos en error si afirmamos que el bien jurídico 
protegido, -al r enos para aquellos que creen en la teorla del bien jurldico- en el 
delito de apremios ilegitimas es la seguridad individual, como presupuesto de la 
liberlad perso),al. 
En efecto, n~ es el fin del legislador amparar en esta parle la protección de la 
integridad física o psíquica del individuo, antes bien, la finalidad perseguida en 
esta parte es procurar la sanción o el castigo de aquellos que emplean violencia y 
causan los menoscabos a que se hace referencia en una persona, pero cometidos 
como medio p para quebrantar la voluntad del individuo de no declarar ante la 
autoridad gubernativa o judicial o como medio de disciplinar ilegalmente al 
detenido ....... 1 

..... . .RefuefZ~ la idea en torno al bien jurldico protegido la naturaleza jurldica de 
este delito, desde que se trata de aquellos de tendencia interna trascendente, 
desde que Jrigen un elemento subjetivo distinto del dolo, en la especie, el 
propósito del castigar al ofendido por un acto que haya cometido o se sospeche 
que haya cOl etido o de intimidarlo o coaccionarlo a él o por su intermedio a otro"'. 

5. Estándares sobre derecho a la salud 

El artiL lo 12. 1 del PIDESC consagra el derecho a la salud: "Los Estados 
Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental". 

El Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU 
<en lo sucesi~o, el Comité DESC) ha interpretado el articulo 12 del pacto en la 
Observación b eneral W 9: El concepto del 'más alto nivel posible de salud" a que 
se hace refJrencia en el párrafo 1 del articulo 12, tiene en cuenta tanto las 
condiciones biológicas y socioeconómicas esenciales de la persona como los 
recursos corl que cuenta el Estado. Existen varios aspectos que no pueden 
abordarse úrlicamente desde el punto de vista de la relación entre el Estado y los 
individuos; er particular, un Estado no puede ga~antizar la buena salud ni puede 
brindar protección contra todas las causas posibles de la mala salud del ser 
humano. AS!) los factores genéticos, la propensión individual a una afección y la 

) TOP de pue~o Montt. Ministerio Público con Ronald Cily Carrasco Guzmán. Rol 121-201 3. 16 de 
diciembre de 2013. Considerando noveno. 



adopción de estilos de vida malsanos o arriesgados suelen desempeñar un papel 
importante e7 lo que respecta a la salud de la persona. Por lo tanto, el derecho a 
la salud deb1e entenderse como un derecho al disfrute de toda una gama de 
facilidades, I:jienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto 
nivel posible ~e salud.· 

• Observación lGeneral W 1.4. parágrafo 9. C.omité de Derechos Econó":,icos,. Socia~es y ~ulturales . 
220 periodo de sesiones, Gmebra. 25 de abnl a 12 de mayo de 2000. Dlspomble en. http./Idaccess
dds_ny.un.orgidoclUNDOC/GEN/GOO/439/37/POF/G0043937.pdfiOpenElement 


